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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN B 

 

Magistrado sustanciador: Luis Gilberto Ortegón Ortegón 
 
Bogotá, D.C., seis (6) de mayo de dos mil veinte (2020) 
 
Acción  : Tutela 
Demandante : Oscar Fernando Ordoñez Martínez  
Demandados : Ministro de Defensa- Ejército Nacional 1 

Expediente  : 25000-23-15-000-2020-001434-00  

 

Mediante la presente acción de tutela, el señor Oscar Fernando Ordoñez Martínez, 

identificado con cédula de ciudadanía 16.661.240, quien actúa en nombre propio, solicita el 

amparo de sus derechos constitucionales fundamentales al trabajo y seguridad social, 

presuntamente quebrantados por la autoridad accionada, es decir, por el ministro de Defensa 

– Ejército Nacional.  

 

Así las cosas, es pertinente indicar lo que establece el artículo 1.º, numeral 2.° del 

Decreto 1983 de 2017 «Por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 

2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del 

Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela», así: 

 

«Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el 
artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, los 
jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la 
presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes 
reglas: 
 
2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera 
instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría. 
 
   

Ahora bien, en atención a la regla de reparto referida, es preciso remitir la acción de la 

referencia a los jueces administrativos de Bogotá, en razón a la naturaleza jurídica de 

autoridad la demandada.  

 

En mérito de lo expuesto, se 
 

 
 
 

 
1 De conformidad con el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela «…se dirigirá contra la autoridad 
pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental». 
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Expediente 25000-23-15-000-2020-01434-00 
Demandante: Oscar Fernando Ordoñez Martínez  

Demandado: Ministro de Defensa- Ejército Nacional 
 

RESUELVE: 
 

Primero: De manera inmediata, envíese la presente acción de tutela a la Oficina de Reparto 

de los juzgados administrativos de Bogotá, conforme a lo indicado en la motivación. 

 

Segundo: Por el medio más expedito y eficaz, comuníquese esta decisión al demandante, 

conforme a lo ordenado por el parágrafo 1.º del artículo 1.º del Decreto 1983 de 2017. 

 
 

Notifíquese y cúmplase, 
 
 

 
MC 
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Señor Doctor  
Juez Constitucional de Tutela (reparto)  
La Ciudad.  
 

 

RE: TUTELA POR VIOLACIÓN DE DERECHOS  
 ACTOR: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
 CONTRA: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AEREO.  

  

Oscar Fernando Ordoñez Martínez identificado con la CC. 16661240 de Cali, 

mayor de edad, con domicilio en Girardot, actuando en mi propio nombre, con 

todo respeto manifiesto a usted que en ejercicio del derecho de tutela 

consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el 

Decreto 2591 de 1991, por este escrito formulo acción de tutela contra de la LA 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE 

ASALTO AEREO.  representado legalmente por el Ministro de Defensa Nacional o 

quien haga veces, persona mayor con sede en la ciudad de Bogotá, a fin de 

que se le ordene dentro de un plazo prudencial perentorio, en amparo de mis  

derechos fundamentales al trabajo, seguridad social y se ordene a la tutelada:  

1. DECLARAR la ineficacia de la terminación del contrato laboral  

2. ORDENAR a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AERE, que dentro del 

término de quince (15) días calendario contados a partir del día siguiente 

a la notificación de la sentencia, (i) le renueve el contrato en calidad de 

Trabajador Oficial OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, para que 

desarrolle un objeto contractual que ofrezca condiciones similares al del 

ejecutado, y que esté acorde con su capacitación; (ii) le pague los 

salarios y las prestaciones sociales que dejó de percibir entre el 01 de 

enero de 2020 (que corresponde al día siguiente a la fecha de su 

desvinculación) y la fecha en que se haga su efectiva contratación; y (iii) 

le pague una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del 

salario, conforme al artículo 26 de la Ley 361 de 1997. Es decir el 

reintegro al Trabajo que venía prestando desde hace más de 20  años 

para poder cumplir con mis obligaciones laborales, en consideración a 

que no fue renovado mi contrato de trabajo. 
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HECHOS 

  

1. Ingresé a trabajar en el Ejército Nacional de Colombia desde el día 16 de 

octubre de 1998, cuando se suscribió el primer contrato de trabajo laboral 

en calidad de Trabajador Oficial desde esa fecha hasta el 31 de diciembre 

de 1998, y así continuó hasta el hasta el 31 de diciembre 2019 por 

vinculación de contrato de trabajo reglado por el decreto 1214 de 1990 en 

calidad de Trabajador Oficial T.O. como piloto de helicóptero en el equipo 

MI-17 en la Aviación del Ejército. Los contratos tiene como CLAUSULA 

CUARTA: PRÓRROGA.- El presente contrato podrá ser prorrogado por escrito a voluntad 

de ambas partes por periodos sucesivos hasta de un año. Cuando algunas de las partes no 

esté interesado en prorrogarlo, deberá comunicarlo por escrito a la otra parte, con una 

antelación de (30) días calendario a la fecha prevista para su conocimiento. Es así que 

cada año la entidad enviaba una carta a todos los Trabajadores Oficiales 

informándoles que el contrato no se renovaba pero a la larga siempre se ha 

renovado, menos en el mes de diciembre de 2019.  

2. Desde esa fecha me he desempeñado como Piloto al mando, piloto 

instructor y piloto de pruebas en el equipo.  

3. Algunos de los contratos son:  

3.1. Contrato de trabajo del 16 de Octubre de 1998 suscrito entre el 

señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, y el Comandante 

General del Ejercito JORGE ENRIQUE MORA RANGEL, para el periodo 

del 16 de octubre de 1998 y el 31 de diciembre de 1998. (así se 

mantuvo hasta el 31 de diciembre de 2019) (no se tienen los 

contratos de 1999 al 2008)  

3.2. Contrato de trabajo No 0601 suscrito el 31 de Diciembre de 2008. 

“…CLAUSULA SEGUNDA DURACIÓN DEL CONTRATO Y JORNADA DE 

TRABAJO.- El presente contrato de trabajo rige por el término de Doce (12) 

MESES, comprendidos entre el 01 de Enero de 2009 y el 31 Diciembre de 2009. EL 

TRABAJADOR se obliga a laborar como mínimo 176 HORAS mensuales de acuerdo 

con la programación de vuelo que disponga la BRIGADA DE AVIACIÓN DEL 

EJÉRCITO sin perjuicio de la permanente disponibilidad…” 

3.3. CONTRATO DE TRABAJO DEL AÑO 2009 suscrito por el Brigadier 

General JAVIER FERNANDEZ LEAL. 

3.4. Copia del Actas de prorroga Colectiva No. 0480 del 24-Nov-2009.  

3.5. No. 0273 del 24-Dic-2010. 

3.6. No. 0159 del 22-12-2011  
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3.7. Contrato de prorroga colectiva N° 173 del 24 de diciembre de 2012, 

DE LOS CONTRATOS DE TRABAJO A TERMINO FIJO 

CELEBRADOS CON UN PERSONAL DE TRABAJADORES OFICIALES 

DE LA DIVISION DE AVIACION ASALTO AEREO Del EJERCITO. 

Dentro de los que esta “…13. TO. OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ 

MARTINEZ identificado con la cédula de Ciudadanía No. 16.661.240 

contrato de trabajo No 0601 suscrito el 31 de Diciembre de 2008, 

prorrogado mediante Actas de prorroga Colectiva No. 0480 del 24-

Nov-2009, No. 0273 del 24-Dic-2010 y No. 0159 del 22-12-2011, 

actualmente vigente. “…Quienes se denominan LOS TRABAJADORES, hemos 

convenido prorrogar por el lapso de DOCE (12) MESES, contados a partir del día 

DOCE (12) MESES, contados a partir del día PRIMERO (01) DE ENERO DEL AÑO 

DOS MIL TRECE (2013), HASTA EL TREINTA Y UNO (31) DE DICIEMBRE DEL AÑO 

DOS MIL TRECE (2013), los contratos de trabajo actualmente vigentes, suscritos 

con el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISION 

DE AVIACION ASALTO AEREO DEL EJERCITO; en razón a que existe la 

disponibilidad presupuestal aprobada según el Oficio No. 20122200882446, de la 

JEFATURA DE ESTADO MAYOR DEL EJÉRCITO de fecha 26 de Noviembre de 

2012….” 

 

3.8. Contrato de trabajo N° 203 del 26 de diciembre de 2013 para el año 

2014 suscrito por el General JAIRO SALGERO. NOMBRES Y 

APELLIDOS DEL TRABAJADOR: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ 

MARTÍNEZ LUGAR Y FECHA DE NACIMIENTO: Pasto (Nariño) 20 de 

octubre de 1961, identificado con cédula de ciudadanía No. 16.661.240 

de Cali (Valle). DURACIÓN DEL CONTRATO: un año.  

 

3.9. Acta de prorroga N° 140 del 23 de diciembre de 2014 Entre los 

suscritos a saber: Señor Brigadier General JAIRO SALGUERO CASAS, 

identificado con Cédula de Ciudadanía No. 11.376.162 expedida en 

Fusagasugá, en su calidad de Jefe de Desarrollo Humano del Ejército 

Nacional, cargo para el cual fue designado mediante Decreto No. 

2188 del 26 de Octubre de 2012, debidamente autorizado para 

contratar Trabajadores Oficiales por contrato de trabajo a termino 

fijo, por delegación del Ministerio de la Defensa Nacional de 

conformidad con la Resolución Ministerial No. 2128 del 01 de Junio 

del 2007, actuando en nombre y representación del MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN DE 
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AVIACION ASALTO AÉREO DEL EJERCITO, por una parte y por la 

otra: “…11. TO. OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ 

identificado con la cédula de Ciudadanía No. 16.661.240 contrato de 

trabajo No 0203 suscrito el 26 de Diciembre de 2013, actualmente 

vigente. “…Quienes se denominan LOS TRABAJADORES, hemos convenido 

prorrogar por el lapso de DOCE (12) MESES, contados a partir del día PRIMERO 

(01) DE ENERO DEL AÑO DOS MIL QUINCE (2015), HASTA EL TREINTA Y UNO 

(31) DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL QUINCE (2015), los contratos de trabajo 

actualmente vigentes, suscritos con el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - 

EJÉRCITO NACIONAL - DIVISION DE AVIACION ASALTO AEREO DEL EJERCITO; 

en razón a que existe la disponibilidad presupuesta! aprobada según el Oficio No. 

20142200311850, de la JEFATURA DE ESTADO MAYOR DEL EJÉRCITO de fecha 01 

de Diciembre de 2014…” 

 

3.10. ACTA DE PRÓRROGA COLECTIVA No. 008 DE LOS CONTRATOS DE 

TRABAJO A TÉRMINO FIJO CELEBRADOS CON LOS TRABAJADORES 

OFICIALES DE LA DIVISIÓN DE AVIACIÓN ASALTO AÉREO DEL 

EJÉRCITO NACIONAL del 28 de diciembre de 2016, “…Entre los 

suscritos a saber, mayores de edad y residentes en Bogotá D.C., señor Coronel 

HÉCTOR MANUEL BELTRÁN BELTRÁN, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 

76.539.495, de nacionalidad Colombiano, en su calidad de JEFE DE ESTADO 

MAYOR DE LA DIVISIÓN DE AVIACIÓN ASALTO AÉREO DEL EJÉRCITO 

NACIONAL, cargo para el cual fue designado mediante el Plan de Relevos 

ordenado en el oficio No. 20165641338053 de fecha 24 de Mayo de 2016, 

debidamente autorizado para contratar trabajadores oficiales por contrato de 

trabajo a término fijo, por delegación del Ministerio de la Defensa Nacional 

de conformidad con la Resolución Ministerial No. 6377 del 19 de Julio de 2016, 

actuando en nombre y representación del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN DE AVIACIÓN ASALTO AÉREO, en adelante EL 

EMPLEADOR, por una parte y por la otra: OSCAR ORDOÑEZ MARTINEZ PILOTO AL 

MANDO MI-17 Y SUS SERIES. (MI-17 IV/MI-17 PRIMERO: PRORROGAR por el 

término de UN (01) ANO, desde el día PRIMERO (01) DE ENERO DE DOS 

MIL DIECISIETE (2017), hasta el día TREINTA Y UNO (31) DE 

DICIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE (2017), los contratos de trabajo 

actualmente vigentes, suscritos con el MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN DE AVIACIÓN ASALTO 

AÉREO, de acuerdo con la viabilidad presupuesta! emitida por COMANDO 

FINANCIERO Y PRESUPUESTAL, mediante oficio No. 20161284111723: MDN-CGFM-

COEJC-SECEJ-COFIP-38-12 - SEXTO. RÉGIMEN LEGAL APLICABLE Para todos 

los efectos, las condiciones no reguladas en el presente acuerdo de partes, se 

regirá por lo dispuesto en la Ley 6 de 1945, Ley 64 de 1946, Ley 171 de 
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1961, Decreto Reglamentario 2127 de 1945 derogado parcialmente por el Decreto 

1083 de 2015, Decreto Ley 3135 de 1968, Decreto Ley 1045 de 1978, Decreto 

1792 de 2000, Decreto 1083 de 2015 y las normas que lo condicionen, 

modifiquen, reglamenten o adicionen, así como en lo preceptuado en el 

Régimen de Seguridad Social Integral vigente. En lo no regulado por el Régimen 

especial de Trabajadores Oficiales, se dará aplicación al Código Sustantivo del 

Trabajo…” 

 

3.11. Radicado No. 20169403808663: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-

DAVM-JEM -G1-17-8 del 25 de Noviembre de 2016 NO PRORROGA 

DEL CONTRATO suscrita por el Coronel ARIEL PONGUTA ORTIZ Jefe 

estado Mayor Coronel HECTOR MANUEL BELTRAN BELTRAN jefe de 

estado Mayor Conjunto.  

 

3.12. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° 20179403808663 MDN-

CGFM·COEJC·SECEJ-JEMOP-DAvAA-JEM-01- DEL 28 de 

noviembre de 2017 suscrita por el Coronel CARLOS MARIO 

RAMIREZ VILLEGAS en calidad de Jefe de Estado Mayor de la 

Brigada de Aviación. En el se indica que “…el contrato de trabajo No 

0053-JEDEH-2016 y Prorroga Colectiva No 008 del 28 de Diciembre de 2016. 

Suscrito entre usted y la División de la aviación de Asalto Aéreo no será prorrogado, 

dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario (…) La decisión de 

no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado 

en el contrato y a razones de Indole presupuestal, toda vez que a la fecha no se 

ha asignado presupuesto para la contratación de personal de personal como 

Trabajador Oficial…” 

 

3.13. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° 20185192272081: MDN-CGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM -01- del 28 de noviembre de 2018 

suscrita por el Coronel RUDDY SMITH ARIAS RODRIGUEZ en 

calidad de Jefe de Estado Mayor de la Brigada de Aviación. En 

él se indica que “…Con toda atención, me permito informarle que en virtud 

de lo dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 

2015, el contrato de trabajo No. 0018-DAVAA-2017 del 30 de Diciembre de 2017, 

suscrito entre usted y la División de Aviación Asalto Aéreo, no será prorrogado, 

dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario…La decisión de no 

prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en 

el contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha 

asignado presupuesto para la contratación de personal de personal como 

Trabajador Oficial…” 
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3.14. Contrato N° 00013 DAAVA 2018 del 29 de diciembre de 2018 

suscrito entre el Coronel RUDDY SMITH ARIAS RODRIGUEZ en 

calidad de Jefe de Estado Mayor Conjunto de la Brigada de Aviación 

del Ejército y el Trabajador Oficial OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ 

MARTINEZ, para la vigencia del 01 de enero de 2019 al 31 de 

diciembre de 2019 

 

3.15. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° No 20195196912253: MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 

(sic) (debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER 

JAIMES PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor de la 

División de Asalto Aéreo En él se indica que “…Con toda atención, 

me permito informarle que en virtud de lo dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el 

Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 2015, el contrato de trabajo , el contrato 

de trabajo No. 0013-DAVAA-2018 del 29 de Diciembre de 2018, suscrito entre usted 

y la División de Aviación Asalto Aéreo, no será prorrogado, dándose efectivo 

cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario…La decisión de no prórroga del 

contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en el contrato y 

a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado 

presupuesto para la contratación de personal de personal como Trabajador 

Oficial…” 

 

 

4. En ejercicio de mi trabajo siempre comprometido con las operaciones de 

restablecimiento del orden público en todo el país.  

5. Dentro de mis funciones ha estado la formación de pilotos y en el 

alistamiento de las aeronaves para cumplir con los diferentes trabajos o 

requerimientos a nivel nacional.  

6. El trabajo ha sido ser parte de la lucha del estado en contra aquellas 

organizaciones que están al margen de la ley y que atentan contra la paz, 

la tranquilidad y estabilidad de todas las personas en nuestro territorio.  

7. Soy una persona divorciada vivo en la ciudad de Girardot y tengo a mi 

cargo a mi hijo NICOLÁS ORDOÑEZ PÉREZ de 22 años de edad el cual se 

encuentra estudiando en la Universidad piloto de Girardot y depende 

totalmente de mi respaldo económico para su vida personal y profesional. 

8. Soy una persona que dependo de mi trabajo. En el ejército nacional 

complete VEINTIUN (21) años y DOS (2) meses laborando. Tengo una 
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edad de 58 años y 6 meses y para mi pensión en Colpensiones me hacen 

falta 3 años y 6 meses. 

 

9. Con fecha del DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) (debe ser 2019), 

como todos los años se remitió una carta esta vez fue 

“…COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° No 20195196912253: MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) 

(debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER JAIMES 

PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor de la División de Asalto 

Aéreo, en la que se indica que “…Con toda atención, me permito informarle que 

en virtud de lo dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 

de 2015, el contrato de trabajo , el contrato de trabajo No. 0013-DAVAA-2018 del 29 de 

Diciembre de 2018, suscrito entre usted y la División de Aviación Asalto Aéreo, no será 

prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario…La decisión de 

no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en el 

contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado 

presupuesto para la contratación de personal de personal como Trabajador Oficial…” 

Lo especial es que esta carta se envía a todos los funcionarios que 

ostentamos la calidad de Trabajadores Oficiales, pero esta vez no fue 

renovada al suscrito como si se hizo con todos los otros T.O. la razón (i) 

obedece a la expiración del tiempo pactado en el contrato y (ii) a razones de Índole 

presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la 

contratación de personal de personal como Trabajador Oficial” desapareció porque si 

fueron contratados todos los T.O.  

 

10. Por la no renovación del contrato No puedo desarrollar mis labores 

contratadas entre el accionado y la empresa para la cual trabajo, de cuyos 

ingresos dependo para mi sustento y el de mi familia, se debe tener en 

cuenta que tengo ya una edad avanzada y el salario es el mínimo vital de 

mi núcleo familiar y no hay ningún motivo para que se dé por terminado la 

vinculación laboral, a pesar que era por contratos anuales o su renovación 

hay un contrato realidad  que debe ser protegido por el señor juez 

constitucional de tutela. 

 

11. Con fecha del 20 de febrero el suscrito solicito al Brigadier General JAIME 

HERNADO RIVERA JAIMES en calidad de Comandante de la División de 

Asalto aviación Ejercito, en el que se indica que se mantenga el contrato en 

las mismas condiciones de los 50 T.O. contratados.  
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12. Del perjuicio remediable es apenas natural que el suscrito a la edad que 

tengo y en este momento de la crisis mundial de coronavirus sea posible de 

hacerme laboralmente, de la misma manera, hay otras formas de defensa 

judicial pero se torna inocua, además que los despachos judiciales están 

cerrados hoy es imposible acceder a la administración de justicia.  

 

13. Se presentó derecho de petición para que se alleguen:  

“… 

1. Se expida a mi costa copia íntegra y auténtica de la totalidad de los 

contratos de trabajo con los que estuvo vinculado el suscrito con el Ejército 

Nacional en calidad de trabajador oficial. 

2. Certificación de horas voladas en el Ejército Nacional 

3. Certifique el tiempo laborado con el Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

en calidad de trabajador oficial. 

4. Se remita la copia del oficio 20195196912253: MDN-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 

(sic) (debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER JAIMES 

PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor de la División de Asalto Aéreo 

con constancia de notificación y ejecutoria.  

5. Se indique si como se señala en el oficio que señala: “…razones de Índole 

presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la contratación de 

personal de personal como Trabajador Oficial…” Se asignó el presupuesto para la 

contratación de Trabajadores oficiales.  

6. Se indique si se hicieron contratos a los otros trabajadores oficiales y se 

señale a quienes NO se les suscribió contratos laborales.  

7. Se señale si además de las causas señaladas en la comunicación hay otras 

causas ocultas por las que NO se suscribió contrato con el suscrito.  

8. Se indique por que no se le dio respuesta a la petición del 08 de febrero de 

2020 que se radicó con el N° 202051900333322, si se suministró respuesta 

se envíe la copia…”   

 

DERECHO FUNDAMENTAL VIOLADO 

  

Estimo que con la actuación de LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL- EJERCITO NACIONAL- DIVISIÓN DE ASALTO AEREO DEL EJERCITO 
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accionado, se está violando entre otros de mis derechos fundamentales el 

consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política, que dispone: 

 

"…El trabajo es un derecho y una obligación social y goza en todas sus modalidades de 

la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condicio-

nes dignas y justas…". 

  

En la Constitución Política del año de 1991 se observa un bien significativo 

cambio de carácter cualitativo en relación con el trabajo. En efecto, es 

ciertamente un derecho humano (art. 25) pero también constituye, al mismo 

nivel de respeto a la dignidad humana, un principio o elemento fundamental del 

nuevo orden estatal (art. 1° C.P.). 

 

Cuando el Constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, 

económico y social justo e hizo del trabajo requisito indispensable del Estado 

quiso significar con ello que la materia laboral, en sus diversas manifestaciones, 

no puede estar ausente en la construcción de la nueva legalidad. 

  

El trabajo, como factor fundamental de los procesos económicos y sociales, 

resulta de primordial importancia en razón de que posibilita los medios de 

subsistencia y la calidad de ésta para el mayor número de población y de él 

depende de manera general el crecimiento y desarrollo económico. También de 

él se desprenden varias y complejas relaciones sociales concurrentes y 

divergentes en cuanto a los intereses que en ella se traban. Esta naturaleza 

básica del trabajo, reconocida por el Constituyente de 1.991 desde el 

Preámbulo de la Carta, también manifiesta en su contenido el propósito de 

asegurarlo de manera prioritaria, ante otros objetivos del Estado. 

  

Ahora bien, no cabe duda que en nuestro ordenamiento jurídico el derecho al 

trabajo es una manifestación de la libertad del hombre, y por lo tanto, en 

último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana; de 

ahí que su constitucionalización haya sido el resultado de un largo y difícil 

proceso histórico en cuyo fondo aparecen las grandes luchas políticas y sociales 

por la libertad del hombre. 

 

En este caso se debe aplicar el artículo 53 de la carta que indica:  
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“…Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 

mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 

remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de 

trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos 

establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre 

derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en 

caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 

derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los 

sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la 

capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial 

a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El estado 

garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 

pensiones legales. Los convenios internacionales del trabajo debidamente 

ratificados, hacen parte de la legislación interna. La ley, los contratos, los 

acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la 

dignidad humana ni los derechos de los trabajadores…” 

 

 En el presente caso, el ente accionado, desconoce la verdadera naturaleza de 

la relación laboral de las partes, ya que el suscrito como trabajador de la 

NACIÓN MINSITERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE 

ASALTO AEREO DEL EJERCITO, sólo puedo prestar mis servicios 

exclusivamente en las instalaciones del Instituto accionado.  

 

El problema jurídico a resolver se contrae a establecer si existió una relación 

laboral entre  el suscrito OSCAR O R D O Ñ E Z  y  la NACIÓN MINSITERIO DE 

DEFENSA – EJERCITO NACIONAL – BRIGADA DE AVIACIÓN DEL EJERCITO, 

durante el período comprendido entre el día 16 de octubre de 998 hasta el 31 

de diciembre 2019, y si como consecuencia de ello, tiene derecho reintegro al 

trabajo y al reconocimiento y pago de salarios y prestaciones dejados de 

percibir con ocasión de ese vínculo.  

 

Del contrato de prestación de servicios. El contrato de prestación de servicios 

está definido en el artículo 32 de la ley 80 de 1993 que indica: “…ARTÍCULO 32. 

DE LOS CONTRATOS ESTATALES. <Ver Notas del Editor> Son contratos estatales todos los actos 

jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, 

previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de 

la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: (…) Apartes subrayados 

CONDICIONALMENTE EXEQUIBLES> Son contratos de prestación de servicios los que celebren las 
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entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la 

entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no 

puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el 

término estrictamente indispensable. 

 

Que no es el caso que nos ocupa, en efecto, Los sucesivos contratos y 

prorrogas que se suscribieron entre el suscrito y la NACIÓN - MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AEREO, 

por ejemplo es en los siguientes términos: (contrato para el año 2009).   

“…hemos convenido celebrar el contrato de trabajo contenido en las siguientes clausulas y 

previas las siguientes consideraciones a) existir la necesidad de contratar los servicios de un 

PILOTO INSTRUCTOR Y OPERACIONAL EQUIPO MI-17 b) contar con la disponibilidad de 

fondos correspondientes según oficio: 168547-MD-CE-JEM-DIPRE-AS-3.1 de fecha 12 Diciembre 

de 2008. CLAUSULA PRIMERA: OBJETO DEL CONTRATO.- EL TRABAJADOR se 

compromete para con el EJÉRCITO NACIONAL.JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO - 

BRIGADA DE AVIACION EJÉRCITO, a prestar toda su capacidad personal y profesional como 

PILOTO INSTRUCTOR Y OPERACIONAL EQUIPO MI-17 y/o afines a esta área CLAUSULA 

SEGUNDA DURACIÓN DEL CONTRATO Y JORNADA DE TRABAJO.- El presente contrato 

de trabajo rige por el término de Doce (12) MESES, comprendidos entre el 01 de Enero de 2009 

y el 31 Diciembre de 2009. EL TRABAJADOR se obliga a laborar como mínimo 176 HORAS 

mensuales de acuerdo con la programación de vuelo que disponga la BRIGADA DE AVIACIÓN 

DEL EJÉRCITO sin perjuicio de la permanente disponibilidad. CLÁUSULA TERCERA: CAJA DE 

COMPENSACION FAMILIAR.- El TRABAJADOR, podrá acceder a los servicios de la CAJA DE 

COMPENSACION FAMILIAR “CAFAM”. CLAUSULA CUARTA: PRÓRROGA.- El presente 

contrato podrá ser prorrogado por escrito a voluntad de ambas partes por periodos sucesivos 

hasta de un año. Cuando algunas de las partes no esté interesado en prorrogarlo, deberá 

comunicarlo por escrito a la otra parte, con una antelación de (30) días calendario a la fecha 

prevista para su conocimiento. CLÁUSULA QUINTA: EL EJÉRCITO NACIONAL con cargo al 

PRESUPUESTO NACIONAL por medio de la respectiva tesorería pagará al TRABAJADOR como 

retribución por sus servicios: a) salario básico mensual de DOS MILLONES TRESCIENTOS 

NOVENTA Y OCHO MIL CIENTO TRECE PESOS MONEDA LEGAL CORRIENTE 

($2.398.113,oo),b) una prima especial equivalente a SIETE MILLONES QUINIENTOS MIL 

PESOS MONEDA LEGAL CORRIENTE ($7.500.000,oo), la cual se cancelará con cargo al 

artículo presupuestal No. 10156110 “OTRAS PRIMAS” c) una prima de navidad equivalente a la 

totalidad de salario devengado al 30 de Noviembre de cada año y proporcionalmente al tiempo 

laborado la cual será pagada en la primera quincena del mes de Diciembre, liquidado de 

acuerdo con el literal d) del artículo 139 del Decreto No. 1214 de 1990 o disposiciones que lo 

modifiquen o lo adicionen CLÁUSULA SEXTA: PRESTACIONES ASISTENCIALES.- En 

cumplimiento de lo preceptuado en la Ley 100 de 1993 para efectos de cubrimiento de los 

riesgos de enfermedad general y maternidad, el TRABAJADOR manifiesta que cotizará el 4% 

que corresponda para cubrimiento, sobre el 12.5% del sueldo básico mensual a  E.P.S. 

SANITAS. Así mismo, el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO NACIONAL, para el 
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cubrimiento de los riesgos de accidente de trabajo y enfermedad profesional, tendrá en cuenta 

lo previsto en la Ley 100 de 1993. CLAUSULA SEPTIMA: PRESTACIONES SOCIALES.- En 

desarrollo del presente contrato, el TRABAJADOR tendrá derecho según el caso a las 

prestaciones sociales establecidas en el artículo 140 del decreto 1214 de 1990 de 

conformidad con la Ley 344 de 1996, el auxilio de cesantías será consignado al FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO, proporcional al tiempo laborado lo referente a pensiones y salud se 

rigen por la Ley 100 de 1993. CLÁUSULA OCTAVA: PENSIÓN DE VEJEZ E INVALIDEZ 

PÓR RIESGO COMÚN.- EL TRABAJADOR cotizará a CITI COLFONDOS., el equivalente al 

25% del 16% de su salario básico mensual conforme a lo estipulado a la Ley 100 de 1993. 

CLÁUSULA NOVENA: FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL.- En cumplimiento por lo 

dispuesto en los artículos 27, 204 y 280 de la Ley 100 de 1993. El TRABAJADOR, que devengue 

una asignación básica superior a cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales, cotizará en 

forma adicional un uno por ciento (1%) el valor de su consignación básica mensual, con destino 

al fondo de solidaridad pensional. CLÁUSULA DECIMA: OBLIGACIONES DEL EJÉRCITO 

NACIONAL: 1. Dar respuesta a las peticiones elevadas por el trabajador. 2. Facilitar los medios 

necesarios para que el trabajador cumpla con la actividad para lo cual fue contratado. 3. 

Cumplir con las obligaciones estipuladas en el presente contrato. CLÁUSULA UNDÉCIMA: 

DEBERES Y OBLIGACIONES DEL TRABAJADOR. - Además de  las propias de la actividad, 

el trabajador queda  obligado con el EJÉRCITO NACIONAL a: 1- Elevar peticiones respetuosas 

observando el conducto regular. 2- Mantener reserva de todos los asuntos de que tenga 

conocimiento por razón de sus labores y cuya divulgación no le sea expresamente autorizada, 

sin perjuicio de denunciar los hechos delictivos y anomalías que conozca, con observancia del 

conducto regular. 3- Responder por los equipos, muebles, enseres, materiales y demás bienes 

que se confíen para el desarrollo de sus labores. Cumplir con los turnos laborales con la 

respectiva unidad, dependencia o repartición. 4- EL TRABAJADOR debe cumplir íntegramente, 

hacer cumplir, y administrar el programa de entrenamiento de tripulaciones ordenado por la 

Aviación del Ejército. 5- EL TRABAJADOR se obliga para con el Ejército Nacional a laborar en 

dictar la instrucción correspondiente a la programación, y en asesorías de  cursos de 

entrenamiento y reentrenamiento, y demás actividades afines al objeto del contrato que por 

necesidades del servicio sean requeridos por parte de la unidad o durante el tiempo que la 

aeronave en la cual tiene activa la autonomía se encuentre en mantenimiento imprevisto o 

programado, 6- EL TRABAJADOR queda sometido a lo dispuesto en el código disciplinario único 

(Ley 734 de 2002) y disposiciones que lo modifiquen o lo adicionen. CLÁUSULA 

DUODÉCIMA: LICENCIAS.- Mediante resolución de este comando, al TRABAJADOR se le  

podrá  conceder licencias renunciables sin derecho a salario por una sola vez y por justas 

causas del juicio del EJÉRCITO NACIONAL hasta por sesenta días (60) prorrogables por treinta 

(30) días más, durante la vigencia de este contrato. Para estos efectos, cada prórroga se 

entenderá con una nueva vigencia. En este caso el tiempo de licencia no se computa para 

ningún efecto. CLÁUSULA DÉCIMA TERCERA: JUSTAS CAUSAS DE TERMINACIÓN 

ANTICIPADA DEL CONTRATO.- Son justas de terminaciones anticipada del presente 

contrato las siguientes: 1) Por mutuo acuerdo de las partes. 2) Haber sufrido engaño por parte 

del TRABAJADOR mediante la presentación de certificados falsos para lograr su admisión o 

tendientes a obtener un provecho indebido. 3) Todo acto constitutivo de la mala conducta, 
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determinado conforme a la Ley 734 de 2002. 4)Todo daño material causado intencionalmente a 

las edificaciones, obras, maquinarias, equipos, materias primas y demás objetos puestos al 

servicio del TRABAJADOR o entregados a este para el desarrollo de sus labores y toda grave 

negligencia que ponga en peligro la seguridad de las personas o las cosas. 5) La detención 

preventiva del TRABAJADOR por más de sesenta (60) días o el arresto correccional que exceda 

los ocho (8) días o aún por término menor, cuando la causa de la sanción sea suficiente por sí 

misma para justificar la extinción del contrato. 6) Revelar el TRABAJADOR secretos militares, 

técnicos comerciales o dar a conocer asuntos de carácter reservado con el perjuicio para el 

MINISTERIO DE DEFENSA. 7) El deficiente rendimiento o la ineptitud del trabajador 

comprobados por el concepto del jefe de la dependencia respectiva, previo a dos (2) 

requerimientos de dicho jefe. 8) La inejecución comprobada por parte del TRABAJADOR de las 

obligaciones que asume por medio de este contrato, sin razones válidas. 9) El rendimiento del 

TRABAJADOR de la pensión de vejez o invalidez. 10) La enfermedad contagiosa o crónica del 

TRABAJADOR que no tenga carácter de enfermedad profesional así como cualquier otra 

enfermedad o lesión que lo incapacite para el trabajo, que no tenga carácter de enfermedad 

profesional y cuya curación no sea probable en seis (6) meses, determinada por la autoridad 

competente de salud. 11) La inasistencia al servicio sin causa justificada por tres (3) o más 

jornadas consecutivas de trabajo durante la vigencia del contrato. 12) Negarse el TRABAJADOR 

sin causa justa, a cumplir con misiones del servicio fuera de la sede habitual de trabajo. 13) 

Cualquier violación del trabajador a las obligaciones y deberes de que trata el presente contrato 

y en especial la prevista en la cláusula décima del mismo. 14) Laborar en una entidad diferente 

al Ejército Nacional. 15) Salir del país sin el previo conducto regular y autorización del 

Comandante de la Brigada de Aviación del Ejército. 16) No reasumir su cargo al término de un 

permiso, licencia, comisión o vacaciones. 17) La pérdida de la licencia de vuelo por cualquier 

causa. CLÁUSULA DÉCIMA CUARTA: PERIODO DE PRUEBA.- Es entendido que el 

trabajador al suscribir el contrato, queda sometido a un periodo de prueba de sesenta (60) días 

a fin de que se puedan apreciar sus aptitudes y de que el TRABAJADOR pueda observar la 

conveniencia de las condiciones del trabajo. En este periodo el contrato puede darse por 

término sin previo aviso de cualquiera de las partes y sin que haya lugar a indemnización. 

CLÁUSULA DECIMO QUINTA: TERMINACIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO SIN 

JUSTA CAUSA.- cualquiera de las partes contratantes, podrán dar por terminado 

unilateralmente el presente contrato antes de la fecha prevista, cuando no medie ninguna de 

las causales anotadas en la cláusula duodécima, dando aviso por escrito a la otra con una 

antelación no inferior a treinta (30) días antes de su retiro. CLÁUSULA DÉCIMA SEXTA: 

DECLARACIÓN.- EL TRABAJADOR declara que al momento de suscribir el presente contrato 

no tiene derecho causado a disfrutar pensión de jubilación, invalidez o retiro por vejez a cargo 

del estado, no se encuentra disfrutando estas prestaciones y que tampoco ha suscrito otro 

contrato de trabajo con el MINISTERIO DE DEFENSA. CLÁUSULA DÉCIMA SEPTIMA: 

PERFECCIONAMIENTO Y EJECUCIÓN DEL CONTRATO.- Para el perfeccionamiento y 

ejecución del contrato se requiere que sea firmado personalmente por el TRABAJADOR y por el 

JEFE DE DESARROLLO HUMANO. CLÁUSULA DECIMA OCTAVA: FORMALIDADES.- Las 

formalidades que se deben observar en la tramitación del presente, son: A) Que se extienda en 

papel común original y dos (2) copias así: original para el departamento o sección de personal 
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de la dependencia o unidad de origen; la primera copia para el TRABAJADOR; la segunda copia 

para el Departamento de Informática del Ejército. B) Este contrato no causa impuesto de timbre 

nacional, ni requiere de publicación en el diario oficial…”  

 

 

En este caso la entidad tutelada se inventó la figura de contrato a término fijo y así lo 

mantuvo por espacio de 20 años entre el contrato y la prórroga, siendo que hay un 

contrato realidad y por mandato de la ley es un contrato a término indefinido.   Ha 

dicho la Corte Constitucional en sentencia C-016 de 1998 que: "…Los contratos de 

trabajo a término fijo no son per se inconstitucionales, siempre que de acuerdo con el principio 

de la autonomía de la voluntad provengan del acuerdo entre los empleadores y los 

trabajadores y no de la imposición del legislador". Ese acuerdo de voluntades está restringido 

por la normativa constitucional y por la regulación legal que rige la materia, las cuales se 

superponen a la voluntad de las partes; es así como, por ejemplo, las partes están impedidas 

para acordar condiciones de trabajo que vulneren o transgredan sus derechos fundamentales, 

y en el caso específico que se analiza, el del contrato a término fijo, las mismas están 

supeditadas a las disposiciones de las normas impugnadas, que establecen una serie de 

condiciones que rigen ese tipo de contratos; así por ejemplo, en ningún caso podrán las partes 

pactar un término superior a tres años, tampoco podrán prescindir de la formalidad del 

contrato escrito, pero si podrán en cambio, al término de la vigencia del contrato, renovarlo 

indefinidamente. 

CATEGORÍA JURÍDICA DE LOS EMPELADOS CIVILES DE LA RAMA DE LA 

DEFENSA DE LA NACIÓN: 

En voces de la carta política, especialmente el artículo 216 dispone que “…la fuerza pública 

estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional. Todos los colombianos 

están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la 

independencia nacional y las instituciones públicas. La Ley determinará las condiciones que en todo 

tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo….”  

 A su turno el artículo 218 de la misma norma superior dispone que “…(i) La ley 

organizará el cuerpo de Policía. (ii) La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza 

civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el 

ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan 

en paz. (iii) La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario. 

Sea lo primero aclarar que es la ley la que dispone el régimen salarial de los 

servidores públicos que conforman La fuerza Pública, Es por ello que el artículo 

279 de la ley 100 de 1993 es abiertamente contrario al espíritu de la 

Constitución y de la ley, razón por la que se pide la excepción de 

inconstitucionalidad. Porque decir que: “… El sistema integral de seguridad social contenido 
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en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, ni al 

personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la 

vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas….”  

 

Excluir de este régimen de excepción a los que se vinculen con posterioridad al 1 de 

abril de 1994 es una verdadera violación a la Carta y a la Ley como se ha indicado. No 

puede la Ley 100 de 1993, ni tiene la capacidad para modificar la Constitución, ni la 

Ley, si se quiere excluir de esa previsión a los que se vinculen con posterioridad a la 

vigencia de la ley 100 de 1993 se debe hacer una reforma constitucional.  

La sentencia c 693 del 09 de Julio de 2008, que se refiere a la delegación, en 

concordancia de los articulo 1, 2, 6, 123, 124 y 209 de la carta artículo 9 de la ley 489 

de 1998.  

Atendiendo la declaratoria de exequibilidad condicionada del artículo 2791 de la Ley 

100 de 1993, la Corte Constitucional, en sentencia de 31 de agosto de 2007, M.P. Dr. 

                                                           
1 ARTICULO. 279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido en la 

presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, ni al 

personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a 

partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones 

públicas. 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio, 

creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o 

cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y pago de bonos 

pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la 

reglamentación que para el efecto se expida. Subrayado Declarado Exequible por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C-461 de 1995 

Se exceptúan también, los trabajadores de las empresas que al empezar a regir la presente ley, 

estén en concordato preventivo y obligatorio en el cual se hayan pactado sistemas o 

procedimientos especiales de protección de las pensiones, y mientras dure el respectivo 

concordato. 

Igualmente, el presente régimen de seguridad social, no se aplica a los servidores públicos de 

la Empresa Colombiana de Petróleos, ni a los pensionados de la misma. Quienes con 

posterioridad a la vigencia de la presente ley, ingresen a la Empresa Colombiana de Petróleos, 

Ecopetrol, por vencimiento del término de contratos de concesión o de asociación, podrán 

beneficiarse del régimen de seguridad social de la misma, mediante la celebración de un 

acuerdo individual o colectivo, en término de costos, forma de pago y tiempo de servicio, que 

conduzca a la equivalencia entre el sistema que los ampara en la fecha de su ingreso y el 

existente en Ecopetrol. 

PARÁGRAFO. 1º-La empresa y los servidores de que trata el inciso anterior, quedan obligados a efectuar 
los aportes de solidaridad previstos en esta ley. 
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Jaime Córdoba Triviño, se refirió a la aplicación del principio de favorabilidad en 

tratándose de los miembros de la Fuerza Pública y de Policía Nacional, en el siguiente 

sentido: 

 

“4.1. De acuerdo a lo establecido en el artículo 279 de la Ley 100, el sistema integral de seguridad 

social no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares. Este postulado, obedece a lo dispuesto 

por los artículos 150, numeral 19, literal e) y 217 de la Constitución Política, en los cuales estableció 

que la ley debía determinar el régimen salarial y prestacional especial para los miembros de las 

Fuerzas Militares, el cual se encuentra justificado en el riesgo latente que envuelve la función pública 

que prestan y desarrollan. 

 

(…) 

4.2. En general las situaciones relacionadas con los derechos, las prerrogativas, los servicios, los 

beneficios y demás situaciones prestacionales de un trabajador, entre ellas el pago de los derechos 

pensionales se resuelven con las normas vigentes al tiempo del suceso. Sin embargo, en aplicación 

del principio de favorabilidad consagrado en el artículo 53 del Ordenamiento Superior, también es 

posible considerar, la aplicación de la normatividad que más favorezca al trabajador, “...en caso de 

duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho...” (subraya la Sala).” 

  

El fundamento principal es que desde el momento que el suscrito ingresó a la 

Institución castrense en Calidad de Trabajador Oficial, se me ha venido aplicando el 

régimen prestacional, salarial establecido en el Decreto 1214 de 1990, por lo que de 

conformidad con el principio de inescindibilidad ligado al principio de favorabilidad, se 

debe aplicar de manera integral la norma más favorable y no parcialmente.   

 

Se deben cancelar la prima de actividad (artículo 38), prima de alimentación (artículo 

39), prima de navidad (artículo 43), prima de servicio (artículo 46), prima de servicio 

anual (artículo 47), prima vacacional (artículo 48), servicios médicos en el Hospital 

Militar (artículo 81), vacaciones (artículo 90), cesantías retroactivas (artículos 95 y 97), 

                                                                                                                                                                          
Las entidades empleadoras referidas en el presente artículo, quedan facultadas para recibir y expedir los 
bonos correspondientes a los períodos de vinculación o cotización a que hubiere lugar, de conformidad 
con la reglamentación que para tal efecto se expida. 

PARÁGRAFO. 2º- La pensión gracia para los educadores de que tratan las leyes 114 de 1913, 116 de 
1928 y 37 de 1933, continuará a cargo de la Caja Nacional de Previsión y del Fondo de Pensiones Públicas 
del Nivel Nacional, cuando éste sustituya a la caja en el pago de su obligaciones pensionales. 

PARAGRAFO. 3º- Las pensiones de que tratan las leyes 126 de 1985 adicionada por la Ley 71 de 1988 , 
continuarán vigentes en los términos y condiciones en ellas contemplados. 

PARAGRAFO. 4º-  Adicionado por el art. 1, Ley 238 de 1995. Las excepciones consagradas en el 
presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 
de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.   
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etc., han sido liquidados con base en el régimen prestacional y salarial de la norma en 

comento.  

 

La condición más beneficiosa para el trabajador, se encuentra plenamente garantizada 

mediante la aplicación del principio de favorabilidad que se consagra en materia 

laboral, no sólo a nivel constitucional sino también legal, y a quien corresponde 

determinar en cada caso concreto cuál norma es más ventajosa o benéfica para el 

trabajador es a quién ha de aplicarla o interpretarla.  

 

Al respecto estimo pertinente traer a colación, lo referido por la Sección Segunda del 

Consejo de Estado, en sentencia del 25 de marzo de 2010, con ponencia del Doctor 

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA, dentro del proceso 76001-23-31-000-2004-

00510-01 (2366-06). Actor Amanda Serna Quintero, Demandada: Caja Nacional de 

Previsión Social CAJANAL, en donde se nos enseñó:  

“(…) 

El principio de la inescindibilidad está ligado al principio de favorabilidad. El principio de 

favorabilidad, surge de la existencia de varias normas aplicables a la misma relación 

objeto de controversia. En este caso debe escogerse la disposición legal que sea más 

favorable a la persona, pero su aplicación debe hacerse en su totalidad y no 

parcialmente.  

 

La aplicación integral de la norma más favorable es lo que se denomina como teoría de 

la inescindibilidad, la cual contempla la imposibilidad de aplicar fraccionariamente una 

norma en un caso concreto, es decir, no puede tomarse lo más favorable de dos o más 

normas para aplicarlo a un determinado asunto. 

 

Al respecto esta Corporación ha dicho: 

 

“El principio de favorabilidad que trasciende de los artículos 53 de la Constitución 

Nacional y 21 del Código Sustantivo del Trabajo se refiere a que, en el evento de que 

una situación jurídica se halle regulada por distintas fuentes formales del derecho (ley, 

decreto, convención colectiva, etc), o varias situaciones en una misma, quien ha de 

aplicarla o interpretarla debe escoger la que resulte más beneficiosa o favorable al 

trabajador. Es decir, la favorabilidad opera cuando existe conflicto entre dos normas de 

distinta fuente formal o entre dos disposiciones de idéntica fuente, casos en los cuales 

la norma escogida debe ser aplicada en su integridad.” 

 

“Este aspecto, el de la aplicación integral de la norma más favorable, es lo que los doctrinantes 

han denominado teoría de la inescindibilidad, es decir, el impedimento de aplicar parcialmente 

la norma o de escindir su contenido.” 
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Es decir que el suscrito estaba contratado como Trabajador Oficial que determina el 

decreto 1214 de 1990- en su artículo 3 de la siguiente manera: 

 

“…ARTICULO 3o. Clasificación. El personal civil del Ministerio de Defensa y de la 

Policía Nacional se clasifica en empleados públicos y trabajadores oficiales…”   

  Y el artículo 7 define el trabajador oficial  
 

“…ARTICULO 7° Trabajador oficial. Denominase trabajador oficial la persona 

natural que preste sus servicios en el Ministerio de Defensa, en las Fuerzas Militares o 

en la Policía Nacional, cuando su vinculación se opere mediante contrato de trabajo…”.  
 

 El decreto 1214 de 1990 en el TITULO VII se ocupa de los TRABAJADORES 

OFICIALES - CAPITULO I - Vinculación y clasificación 

 

ARTICULO 132. Vinculación laboral. El Ministerio de Defensa podrá vincular, mediante 

contrato de trabajo, a personas naturales para el desempeño de labores técnicas, docentes, 

científicas, de construcción y mantenimiento de obras y equipos, de confecciones y talleres, 

cuando la actividad o labor no está contemplada para ser desempeñada por empleados públicos.  

   

PARAGRAFO. No podrán contratarse personas que se encuentren disfrutando de pensión del 

Estado, salvo las excepciones previstas en la ley.  

   
 

ARTICULO 133. Clases de contratos. La vinculación de que trata el artículo anterior se 

efectuará mediante contratos de trabajo, a término fijo u ocasional o transitorio.  

   

Se entiende por contrato a término fijo aquel cuya duración no sea inferior a tres (3) meses ni 

superior a doce (12) meses, y podrá ser prorrogado por períodos sucesivos hasta de un (1) año, 

por necesidades del servicio.  

   

Se entiende por contrato ocasional o transitorio aquel cuya duración no exceda de tres (3) 

meses.  

   
 

ARTICULO 134. Disponibilidad presupuestal. La celebración del contrato de trabajo y sus 

prórrogas estarán sujetas a la disponibilidad presupuestal.  

   
 

ARTICULO 135. Modelo de contrato de trabajo. Los contratos de trabajo y sus prórrogas 

serán elaborados invariablemente por escrito y de acuerdo con modelo que para el efecto expida 

el Ministerio de Defensa.  

   
 

ARTICULO 136. Autoridad que contrata. Los contratos de trabajo y sus prórrogas serán 

suscritos únicamente por el Ministro de Defensa, en representación del Ministerio y por 

delegación del Presidente de la República.  

   
 

ARTICULO 137. Ejecución, efectos y terminación del contrato de trabajo. La ejecución, 

efectos y terminación del contrato de trabajo a que se refiere el presente Estatuto se regirán por 

las normas especiales aplicables a esta clase de vinculación.  
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PARAGRAFO. Los contratos de trabajo cuya prórroga no haya sido expresamente pactada, se 

tendrán por terminados treinta (30) días después de su vencimiento.  

   
 

ARTICULO 138. Régimen disciplinario. Además de lo dispuesto en el artículo anterior, los 

trabajadores oficiales del Ministerio de Defensa y de la Policía Nacional quedan sujetos al régimen 

disciplinario previsto para los empleados públicos en el presente Estatuto.  

   

CAPITULO II 

Régimen salarial 

 

ARTICULO 139. Salarios, primas y subsidios. El régimen de salarios, primas y subsidios será 

el que se pacte en el respectivo contrato de trabajo, pero en todo caso el trabajador tendrá 

derecho a las siguientes primas y subsidios:  

   

a. Prima de navidad, equivalente a la totalidad del salario devengado en 30 de noviembre de 

cada año, la cual será pagada en la primera quincena del mes de diciembre.  

   

b. Prima de servicio anual.  

   

c. Prima vacacional.  

   

d. Subsidio familiar, el que se pacte en el respectivo contrato de trabajo, el cual se pagará 

directamente por el Ministerio de Defensa o la Policía Nacional según el caso, o a través de una 

Caja de Compensación Familiar.  

   

e. Auxilio de transporte.  

   

PARAGRAFO. Cuando el trabajador no hubiere servido el año completo tendrá derecho al 

reconocimiento de las primas de navidad y de servicio anual, a razón de una duodécima (1/12) 

parte por cada mes completo de servicio, liquidadas con base en el último salario devengado.  

   

CAPITULO III 

Prestaciones sociales 

 

ARTICULO 140. Trabajadores a término fijo. Los trabajadores oficiales del Ministerio de 

Defensa y de la Policía Nacional con contrato de trabajo a término fijo, quedan amparados por el 

sistema de seguridad y bienestar social consagrados en el Título VI de este Decreto, cuando la 

jornada de trabajo no sea inferior a cuatro (4) horas diarias.  

   
 

ARTICULO 141. Otros trabajadores. Los trabajadores a término fijo, con jornadas inferiores a 

cuatro (4) horas diarias y los ocasionales o transitorios, tendrán derecho únicamente para ellos, a 

asistencia médica, quirúrgica, servicios hospitalarios y farmacéuticos.  

   

Además, tendrán derecho a las prestaciones sociales por retiro o fallecimiento, caso en el cual 

éstas serán entregadas a sus beneficiarios en el orden y proporción establecidos en el artículo 

120 del presente Estatuto.  

 

El decreto 1792 de 2000 (septiembre 14) por el cual se modifica el Estatuto que regula 

el Régimen de Administración, del Personal Civil del Ministerio de Defensa Nacional, se 
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establece la Carrera Administrativa Especial que expidió el presidente de la República de 

Colombia, en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere la Ley 578 de 

2000, entre otras cosas determino:  

 

ARTICULO 1. CAMPO DE APLICACIÓN. El presente Decreto modifica el Estatuto que 

regula la administración de personal y establece la Carrera Administrativa Especial para 

los servidores públicos civiles del Ministerio de Defensa Nacional. 

PARÁGRAFO 1. Se entiende por Personal Civil, para todos los efectos del presente 

Decreto, el personal civil del Ministerio de Defensa Nacional y el personal no uniformado 

de la Policía Nacional. Los servidores públicos que prestan sus servicios en las Entidades 

adscritas o vinculadas al Ministerio de Defensa Nacional se regirán por las normas 

vigentes propias de cada organismo. 

PARÁGRAFO 2. En lo no previsto en el presente Decreto se aplicarán, en lo pertinente, 

las disposiciones legales y reglamentarias generales.  

DERECHOS, DEBERES Y PROHIBICIONES 

ARTICULO 7. DERECHOS. Son derechos de los servidores públicos civiles del 

Ministerio de Defensa Nacional, los siguientes: 

1. Percibir puntualmente la remuneración fijada o convenida para el respectivo cargo. 

2. Disfrutar de la seguridad social en la forma y condiciones previstas en la ley. 

3. Recibir capacitación para el mejor desempeño de sus funciones. 

4. Participar en todos los programas de bienestar social que para sus servidores y sus 

familiares establezca el Estado, tales como los de vivienda, educación, recreación, 

cultura, deporte y programas vacacionales. 

5. Gozar de estímulos e incentivos morales y pecuniarios. 

6. Obtener permisos y licencias en los casos previstos en la ley. 

7. Recibir un tratamiento cortés con arreglo a los principios básicos de las relaciones 

humanas. 

8. Participar en los concursos que le permitan obtener promociones dentro del servicio. 

9. Obtener el reconocimiento y pago de las prestaciones consagradas en los 

regímenes generales o especiales. 

10. Los demás que señalen la Constitución, las Leyes y los reglamentos. 

ARTICULO 57. CARRERA ADMINISTRATIVA ESPECIAL DEL MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL. Los empleados públicos civiles del Ministerio de Defensa 

Nacional se regirán por una Carrera Administrativa Especial, de conformidad con lo 

previsto en el presente Decreto.  

Esta carrera es un sistema técnico, que constituye el fundamento de la administración 

de personal, que ofrece igualdad de oportunidades para el ingreso a los cargos de la 

Entidad, que garantiza la promoción y permanencia en los mismos con base en el 
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mérito, sin que motivos como raza, religión, sexo, filiación política o consideraciones de 

otra índole puedan tener injerencia alguna.  

La carrera especial promueve la formación y capacitación para el desarrollo personal y 

para el mejor desempeño del servidor, buscando garantizar el cumplimiento de la misión 

del Ministerio. 

ARTICULO 58. PRINCIPIOS RECTORES. Además de los principios de moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, consagrados en el artículo 209 

de la Constitución Política, la Carrera Especial del Ministerio de Defensa deberá 

desarrollarse fundamentalmente en los principios de igualdad de oportunidades y 

reconocimiento de méritos conforme a lo establecido en la Carta y la Ley General de 

Carrera. 

ARTICULO 59. CLASIFICACIÓN DE LOS EMPLEOS. Todos los cargos previstos en la 

Planta de Personal del Ministerio de Defensa Nacional para empleados públicos son de 

carrera, con excepción de los de período fijo y los de libre nombramiento y remoción.  

ARTICULO 114. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. El presente Decreto rige a partir de 

la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial 

las del Decreto-ley 1214 de 1990 y el Decreto 2909 de 1991, con excepción de las 

relativas a los regímenes pensional, salarial y prestacional.  

 

"CODIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO 

 

Artículo 45. Duración. El contrato de trabajo puede celebrarse por tiempo 

determinado, por el tiempo que dure la realización de una obra o labor 

determinada, por un tiempo indefinido o para ejecutar un trabajo ocasional, 

accidental o transitorio. 

 

Artículo 46. Subrogado. L. 50/90, art. 3. Contrato a término fijo. El 

contrato de trabajo a término fijo debe constar siempre por escrito y su 

duración no puede ser superior a tres (3) años, pero es renovable 

indefinidamente. 

 

1. Si antes de la fecha de vencimiento del término estipulado, ninguna de las 

partes avisare por escrito a la otra su determinación de no prorrogar el 

contrato, con una antelación no inferior a treinta (30) días, éste se 

entenderá renovado por un período igual al inicialmente pactado, y así 

sucesivamente. 
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2. No obstante, si el término fijo es inferior a un (1) año, únicamente podrá 

prorrogarse sucesivamente el contrato hasta por tres (3) períodos iguales o 

inferiores, al cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser 

inferior a un (1) año, y así sucesivamente. 

 

Parágrafo. En los contratos a término fijo inferior a un año, los 

trabajadores tendrán derecho al pago de vacaciones y prima de servicios en 

proporción al tiempo laborado cualquiera que éste sea. 

 

(...) 

 

Artículo 61. Terminación del contrato. Subrogado. L. 50/90, art. 5. 

1. EL contrato de trabajo termina: 

 

a) Por muerte del trabajador; 

 

b) Por mutuo consentimiento; 

 

c) Por expiración del plazo fijo pactado; 

 

d) Por terminación de la obra o labor contratada; 

 

e) Por liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento; 

 

f) Por suspensión de actividades por parte del empleador durante más de 

ciento veinte (120) días 

 

g) Por sentencia ejecutoriada; 

 

h) Por decisión unilateral en los casos de los artículos 7 del Decreto-Ley 

2351 de 1965, y 6 de esta ley 

 

i) Por no regresar el trabajador a su empleo, al desaparecer las causas de la 

suspensión del contrato. 
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2. En los casos contemplados en los literales e) y f) de este artículo, el 

empleador deberá solicitar el correspondiente permiso al Ministerio de 

Trabajo y Seguridad Social e informar por escrito a sus trabajadores de este 

hecho. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social resolverá lo relacionado 

con el permiso en un plazo de dos (2) meses. El incumplimiento injustificado 

de este término hará incurrir al funcionario responsable en causal de mala 

conducta sancionable con arreglo al régimen disciplinario vigente". 

 

En la sentencia C016 de 1998 se indica:  

“…El contrato laboral o contrato de trabajo ha sido reconocido, por sus características, como un 

contrato autónomo, distinto del contrato civil, en el cual el acuerdo de voluntades es fuente de la 

relación que surge entre quien se compromete a realizar por cuenta y bajo la dependencia de otro 

una prestación laboral retribuida.
2
 

 

Esa distinción, entre el contrato civil y el contrato laboral, se ha ido afianzando a través del tiempo 

y encuentra origen en el reconocimiento de la situación de asimetría en la que se encuentran las 

partes, la cual no permite presumir que el acuerdo de voluntades se produzca a partir del ejercicio 

no interferido ni restringido de la autonomía de cada una de ellas, como si ocurre en el contrato 

civil, y en la evolución misma de las sociedades que reivindican el trabajo como un valor y un 

principio esencial del Estado, (arts. 1 y 2 C.P.) y como un derecho fundamental de las personas 

(art. 25 C.P.) de cuya realización efectiva depende el desarrollo de la misma en condiciones de 

dignidad. 

 

En efecto, a diferencia de lo que ocurre con el contrato civil, el contrato de trabajo, que como se 

dijo es la fuente de la relación laboral, cumple una función reguladora complementaria de las 

condiciones establecidas en la Constitución y en la ley, condiciones que las partes no están en 

capacidad de transgredir, empeorar o desconocer, pues ello implicaría la nulidad de sus cláusulas. 

El acuerdo de voluntades que precede la celebración de un contrato laboral, está afectado por 

“...la existencia de una extensa regulación “heterónoma” (leyes, reglamentos, convenios 

colectivos) que se superponen a la pura autonomía de la voluntad de las partes.”
3
 

 

Ello, desde luego, se traduce en una restricción al ejercicio de la autonomía individual, restricción 

que acota el alcance de un acuerdo de voluntades cuando se trata de definir las condiciones en las 

que se desarrollará una relación laboral, pues tales condiciones estarán supeditadas a la normativa 

constitucional y legal que rige esa materia específica, la cual presenta como uno de sus objetivos 

                                                           
2
 El contrato de trabajo en nuestra legislación se encuentra definido en el artículo 22 del Código 

Sustantivo del Trabajo: “Artículo 22. El contrato de trabajo es aquél por el cual una persona 
natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la 
continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante remuneración. 
3
 “El Contrato de Trabajo”, Enciclopedia Jurídica Básica, Vol. I, Edit. Civitas, Madrid 1994. 
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esenciales, brindarle protección al trabajador y tutelar sus intereses, dado que lo reconoce como 

la parte vulnerable de la relación.  

 

Ahora bien, la restricción de la autonomía de las partes para establecer las condiciones que 

regirán su relación laboral, no implica que ésta se anule por completo, pues en ejercicio de la 

misma y de la libertad contractual de las cuales son titulares, pueden alcanzar un acuerdo de 

voluntades que rija una específica situación laboral, y optar para el efecto por una de las 

alternativas que prevé la ley, siempre y cuando tal acuerdo se establezca acogiendo y respetando, 

primero los postulados básicos del paradigma de organización jurídico-política por la que optó el 

Constituyente, el del Estado social de derecho, y segundo, la normativa jurídica de orden público
4
 

que rige ese tipo de relaciones, la cual como se anotó antes prevalece y se superpone a sus 

voluntades.  

  

A partir de los anteriores presupuestos deberá determinar la Corte, si la prórroga sistemática de 

los contratos de trabajo a término fijo, cuya constitucionalidad, la de ese tipo de contratos, ha 

reconocido reiteradamente la Corte
5
, contradice o vulnera la normativa constitucional que rige la 

materia, específicamente el principio de estabilidad que consagra el artículo 53 de la Constitución, 

y si el “acuerdo de voluntades” que subyace en una relación laboral así configurada, desconoce y 

contradice postulados básicos del Estado social de derecho, que ameriten que esta Corporación la 

expulse del ordenamiento jurídico. 

 

Cuarta. Los contratos de trabajo a término fijo no son per se inconstitucionales. 

 

El argumento central esgrimido por el actor y por quienes coadyuvan la demanda, en busca de la 

declaración de inexequibilidad de las disposiciones acusadas, parte del supuesto de que, al 

permitir que se pacten contratos de trabajo fijando un término de vigencia, la ley contraría el 

artículo 53 de la Constitución, que garantiza, como derecho mínimo e inalienable de los 

trabajadores, la estabilidad en el empleo. 

 

Ya en anteriores oportunidades, esta Corporación ha señalado que “los contratos de trabajo a 

término fijo no son per se inconstitucionales, siempre que de acuerdo con el principio de la 

autonomía de la voluntad provengan del acuerdo entre los empleadores y los trabajadores y no de 

la imposición del legislador”
6
 

 

Ahora bien, como se dijo antes, ese acuerdo de voluntades está restringido por la normativa 

constitucional y por la regulación legal que rige la materia, las cuales se superponen a la 

                                                           
4
 El legislador, a través del artículo 14 del Código Sustantivo del Trabajo, consagró 

expresamente el carácter de orden público de la normativa laboral; “ Artículo 14. Las 
disposiciones legales que regulan el trabajo humano son de orden público, y por consiguiente, 
los derechos y prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos 
exceptuados expresamente por la ley.” 
 
5
 Sobre el particular ver, entre otras, las sentencias de la Corte Constitucional C-483 de 1995, 

C-521de 1995, C-588 de 1995. 
6
 Corte Constitucional, Sentencia C-483 de 1995, M. P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo 
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voluntad de las partes; es así como, por ejemplo, las partes están impedidas para acordar 

condiciones de trabajo que vulneren o transgredan sus derechos fundamentales, y en el caso 

específico que se analiza, el del contrato a término fijo, las mismas están supeditadas a las 

disposiciones de las normas impugnadas, que establecen una serie de condiciones que rigen 

ese tipo de contratos; así por ejemplo, en ningún caso podrán las partes pactar un término 

superior a tres años, tampoco podrán prescindir de la formalidad del contrato escrito, pero si 

podrán en cambio, al término de la vigencia del contrato, renovarlo indefinidamente, aspecto 

que es precisamente el que impugna por inconstitucional el actor, por considerar que el mismo 

viola el principio de la estabilidad en el empleo que consagra el artículo 53 de la Constitución…”  

 

En este caso estamos frente a un daño irremediable que debe ser protegido, en 

efecto, puede que haya otro medio de defensa Judicial, pero en este caso de la 

Pandemia y del cierre de los despachos no hay acceso a la administración de 

justicia ordinaria, la sentencia T-445 de 2014 La Corte Constitucional ha dicho:  

 

3. Principio de subsidiariedad en la acción de tutela – Reiteración de jurisprudencia 

 

3.1. La acción de tutela es procedente si se emplea como mecanismo principal cuando el actor 

no dispone de otro medio judicial de defensa, pero también cuando se interpone como 

mecanismo subsidiario ante la existencia de otros medios que resultan inidóneos o ineficaces 

para evitar la consumación de un perjuicio irremediable7. En el primer caso, la protección 

constitucional tiene un carácter definitivo, en el segundo, uno transitorio. En ésta última 

situación, el accionante adquiere la obligación de acudir posteriormente a las instancias 

ordinarias para que allí se desarrolle el debate jurídico de fondo sobre los hechos planteados 

en su demanda. 

 

3.2. La evaluación del perjuicio irremediable ayuda a preservar la naturaleza de la acción de 

tutela. Esto es, (i) evitar el desplazamiento innecesario de los mecanismos ordinarios de 

defensa judicial, dado que éstos son los espacios naturales para invocar la protección de la 

mayoría de los derechos fundamentales8, y (ii) garantizar que opere cuando, en una 

circunstancia específica, se requiere suplir las deficiencias que presenta el orden jurídico para 

la protección efectiva de tales derechos a la luz de un caso concreto9. 

 

                                                           
7 Esta lectura del doble carácter de la acción de tutela ha sido defendida por la Corte en diversos casos al tratar de 

derechos laborales, entre muchos otros temas. Ver sentencias T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa),  SU-

544 de 2001 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), T-983 de 2001 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-1316 de 2001 (M.P. 

Rodrigo Uprimny Yepes), T-456 de 2004 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-768 de 2005 (M.P. Jaime Araujo 

Rentería), T-229 de 2006 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-1088 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), SU-484 de 

2008 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-710 de 2010 (M.P. María Victoria Calle Correa), T-761 de 2010 (M.P. María 

Victoria Calle Correa),T-752 de 2011 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio) y T-269 de 2013 (M.P. María Victoria Calle 

Correa), entre muchas otras.  
8 Ver sentencias T-229 de 2006 (M.P. Jaime Córdoba Triviño) y T-225 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto). 
9 Ver sentencias T-262 de 1998 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y T-229 de 2006 (M.P. Jaime Córdoba Triviño). 
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3.3. La determinación de la eficacia e idoneidad de los recursos ordinarios no debe obedecer a 

un análisis abstracto y general10. Es competencia del juez constitucional analizar la 

funcionalidad y eficacia de tales mecanismos a la luz del caso concreto y de la situación del 

accionante para determinar si ellos, realmente, permiten asegurar la protección efectiva  del 

derecho cuyo amparo se pretende11.  

 

3.4. El perjuicio irremediable, por su parte, es un daño a un bien que se deteriora 

irreversiblemente hasta el punto en que ya no puede ser recuperado en su integridad12. En 

este sentido, debe (i) ser inminente; (ii) ser grave; (iii) requerir de medidas urgentes para su 

supresión, y (iv) demandar la acción de tutela como una medida impostergable13. 

 

3.5. Por inminencia se ha entendido algo que amenaza o que está por suceder 

prontamente14.  Un daño cierto y predecible cuya ocurrencia se pronostica objetivamente en 

el corto plazo a partir de la evidencia fáctica y que justifica la toma de medidas prudentes y 

oportunas para evitar su realización. No se trata, por el contrario, de una simple expectativa o 

hipótesis. La urgencia, por su parte, se predica de las medidas precisas que se requieren para 

evitar la pronta consumación del perjuicio irremediable y la consecuente vulneración del 

derecho15. Por esta razón, la inminencia está directamente ligada a la urgencia. La primera 

hace relación a la prontitud del evento y la segunda alude a la respuesta célere y concreta que 

se requiere.  La gravedad se refiere al nivel de intensidad del daño16. Esto es, a la importancia 

del bien jurídico tutelado y al nivel de afectación del mismo. Ésta exigencia busca garantizar 

que la amenaza o violación sea motivo de una actuación extraordinariamente oportuna y 

diligente. Por último, la impostergabilidad de la acción de tutela ha sido definida como la 

                                                           
10 Ver sentencia T-303 de 2002 (M.P. Jaime Araujo Rentería). 
11

 Cuando se afirma que el juez de tutela debe tener en cuenta la situación especial del actor, se quiere decir que 

este debe prestar atención a su edad, a su estado de salud o al de su familia, a sus condiciones económicas y a la 

posibilidad de que para el momento del fallo definitivo por la vía ordinaria o contenciosa, la decisión del juez 

ordinario o contencioso sea inoportuna o inocua. A este respecto, ver sentencias T-100 de 1994 (M.P. Carlos Gaviria 

Díaz), T-228 de 1995 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), T-338 de 1998 (M.P. Fabio Morón Díaz), SU-086 de 1999 

(M.P. José Gregorio Hernández Galindo), T-875 de 2001 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-999 de 2001(M.P. Rodrigo 

Escobar Gil), T-179 de 2003 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández), T-267 de 2007 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla), SU-484 

de 2008 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-167 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), T-225 de 2012 (M.P. 

Humberto Sierra Porto) y T-269 de 2013 (M.P. María Victoria Calle Correa). 

12
 Ver sentencias T- 225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) y T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 

13 Ver sentencias T-761 de 2010 (M.P. María Victoria Calle Correa) y T-424 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao 

Pérez). 
14

 Ver sentencias T- 225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) y T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 

15 Ver sentencias T- 225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) y T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 
16 Ver sentencias T- 225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda 

Espinosa) y T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 
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consecuencia de la urgencia y la gravedad, bajo el entendido de que un amparo tardío a los 

derechos fundamentales resulta ineficaz e inoportuno17.   

 

3.6. Idealmente, el actor debe indicarle al juez constitucional los hechos que permiten deducir 

la pronta ocurrencia del perjuicio pues la informalidad de la acción de tutela no lo exonera de 

probar, aunque sea de manera sumaria, los hechos en los que basa sus pretensiones18 dado 

que no todo daño es irreparable19. Sin embargo, con fundamento en la jurisprudencia 

constitucional20, deben ser aplicados con  menor rigor las ritualidades procesales cuando se 

decide una acción de  tutela e interpretadas teniendo en cuenta la situación de debilidad o 

subordinación en que se encuentre el accionante para acceder a la evidencia o prueba. Esto, a 

su vez, reafirma la obligación del juez de cumplir con la actividad oficiosa y esclarecer los 

hechos componentes de la acción21.  

 

3.7. A la hora de establecer si existe un perjuicio irremediable, el juez de tutela debe ser más 

flexible cuando el actor es un sujeto de especial protección constitucional o cuando se 

encuentra en una situación de debilidad manifiesta22. En desarrollo del derecho fundamental a 

la igualdad, le debe ofrecer un tratamiento diferencial positivo y analizar la constitución 

del perjuicio irremediable desde una óptica igual de rigurosa, pero menos estricta, pues el 

actor no puede soportar las cargas y los tiempos procesales de los medios ordinarios de 

                                                           
17 Ver sentencia T- 225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa). 
18 Ver sentencias T-761 de 2010 (M.P. María Victoria Calle Correa), T-424 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez) 

y T-225 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto). 
19 Ver sentencia T-1316 de 2001 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes). 
20 Ver sentencia T-600 de 2009 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez) y T-054 de 2014 (M.P. Alberto Rojas Ríos; S.V. 

Luis Ernesto Vargas Silva).  
21

 Este Tribunal ha decantado una serie de reglas en materia probatoria que el juez de tutela debe aplicar para 

salvaguardar a todas las personas respecto de cualquier acción u omisión que vulnere o ponga en peligro sus 

derechos fundamentales. Entre estas se destacan las siguientes: (i) la carga probatoria en el trámite de la acción 

de tutela es más exigente para los demandados que para los accionantes, en virtud de la naturaleza especial de 

esta. Este principio alivia la carga de los accionantes, quienes usualmente son personas que carecen de los 

medios para probar todos y cada uno de los hechos por ellos relatados; (ii) la función del juez constitucional es 

privilegiar la protección de los derechos fundamentales que se enuncian como vulnerados. So pretexto de no 

cumplir con requisitos procesales, no puede olvidar el espíritu garantista que ilumina la acción de tutela; (iii) en el 

trámite de la acción de tutela, se aplica el principio de la carga dinámica de la prueba según el cual - corresponde 

probar un hecho determinado a quien se encuentre en mejores condiciones para hacerlo, y (iv) cuando el juez de 

instancia solicita a los demandados rendir el informe de que trata el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 20 de ese mismo decreto, si éste no es rendido dentro del plazo 

correspondiente se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime 

necesaria otra averiguación previa. A este respecto, ver las sentencias T- 596 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa), T-590 de 2009 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; S.V. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T -638 de 2011 

(M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; S.V. Mauricio González Cuervo) y T-174 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), 

entre otras.  
22 Ver sentencias T-719 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-456 de 2004 (M.P. Jaime Araujo Rentería), 

T-015 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-515A de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-700 de 2006 

(M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-1088 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-953 de 2008 (M.P. Rodrigo 

Escobar Gil), T-1042 de 2010 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-167 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao 

Pérez), T-352 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), T-225 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto), T-206 de 

2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio) y T-269 de 2013 (M.P. María Victoria Calle Correa). 
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defensa judicial de la misma manera que el resto de la sociedad23. No obstante, no todos los 

daños se traducen en un perjuicio irremediable cuando quien los alega es un sujeto de 

especial protección o una persona en circunstancias de debilidad manifiesta.24 

 

3.8. A pesar de lo anterior, la acción de tutela, por regla general, no es el mecanismo idóneo 

para obtener el reintegro laboral25. La jurisdicción ordinaria y la contenciosa administrativa 

(según la naturaleza del vínculo contractual) contemplan mecanismos especialmente 

diseñados para la resolución de éste tipo de controversias. Adicionalmente, la mayoría de 

trabajadores gozan de lo que la jurisprudencia constitucional ha denominado como una 

estabilidad precaria o impropia26, razón por la cual, no tienen, en principio, derecho a ser 

reintegrados. Por el contrario, pueden ser despedidos sin justa causa cuando se les indemniza 

o, sencillamente, desvinculados del cargo cuando son de libre nombramiento y remoción. 

Debido a esto, no es posible deducir que un retiro del servicio implica la prosperidad de una 

acción de tutela, porque si ello fuera así, éste recurso prosperaría en todos los casos en que un 

servidor público es desligado del servicio o cuando a un trabajador particular se le cancela el 

contrato de trabajo27. Dicha situación desnaturalizaría la tutela pues se estaría afirmando que 

por el hecho de que a una persona  no se le permita continuar trabajando, por tutela se puede 

ordenar su reintegro.  

 

3.9. La tutela que es interpuesta con éste propósito ha sido declarada procedente únicamente 

cuando la parte activa está constituida por una persona en circunstancias de debilidad 

manifiesta o un sujeto de especial protección constitucional28. A raíz de tal condición, estas 

                                                           
23 Ver sentencias T-1316 de 2001 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), T-719 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa), T-456 de 2004 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-015 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-

515A de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-700 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-972 de 2006 

(M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-1088 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-953 de 2008 (M.P. Rodrigo Escobar 

Gil), T-167 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), T-352 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), T-202 de 

2012 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio) y T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 
24 Ver sentencia T-1316 de 2001 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes) y T-529 de 2007 (M.P. Álvaro Tafur Galvis). 
25 Ver sentencia T-812 de 2008 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).  
26 En reiteradas oportunidades, la Corte ha señalado que “frente a la estabilidad existen variadas caracterizaciones: 

desde la estabilidad impropia (pago de indemnización) y la estabilidad “precaria” (caso de los empleados de libre 

nombramiento y remoción que pueden ser retirados en ejercicio de un alto grado de discrecionalidad), hasta la 

estabilidad absoluta (reintegro derivado de considerar nulo el despido), luego no siempre el derecho al trabajo se 

confunde con la estabilidad absoluta”. Esta clasificación fue empleada por primera vez en la sentencia SU-250 de 

1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero; S.V. Fabio Morón Díaz), donde la Corte se ocupó de la desvinculación 

laboral por acto administrativo carente de justificación de una Notaria que había asumido su cargo en una aparente 

provisionalidad mientras se realizaba el respectivo concurso. Posteriormente, esta Corporación ha utilizado la 

mencionada clasificación en varias oportunidades al establecer la diferencia entre un funcionario de carrera (en 

propiedad o en provisionalidad) y uno de libre nombramiento y remoción, así como cuando se ha referido a la 

estabilidad laboral reforzada de la que gozan las mujeres embarazadas y otros sujetos de especial protección 

constitucional. A este respecto, se pueden ver las sentencias C-112 de 1999 (M.P. Carlos Gaviria Díaz; A.V. Carlos 

Gaviria Díaz; A.V. José Gregorio Hernández Galindo; A.V. Eduardo Cifuentes Muñoz), C-734 de 2000 (M.P. 

Vladimiro Naranjo Mesa), T-1316 de 2005 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-245 de 2007 (M.P. Humberto Antonio 

Sierra Porto), T- 963 de 2010 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), SU-448 de 2011 (M.P. Mauricio González 

Cuervo; A.V. Nilson Pinilla Pinilla), T-159 de 2012 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla), T- 317 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub, entre muchas otras.  
27 Ver sentencia SU-250 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero, S.V. Fabio Morón Díaz).  
28

 Ver sentencia T-1048 de 2012 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). En esta oportunidad, la Corte señaló que “si 

bien, de manera general, es posible afirmar que existen mecanismos idóneos para solicitar tanto la protección del 
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personas son acreedoras de una estabilidad laboral reforzada y, por ende, tienen derecho a 

conservar su empleo hasta que existan razones objetivas para ser despedidas29. La 

procedibilidad de la acción obedece a la ausencia de un procedimiento acorde con la premura 

que el asunto comporta, pues no se puede obligar a una persona en situación de discapacidad 

a adelantar procesos engorrosos que no restablecen de forma explícita o integral su dignidad, 

y que en nada la ayudan a superar las barreras que enfrenta a raíz de sus limitaciones físicas, 

sensoriales o psíquicas30. 

 

3.10. Así las cosas, en aquellos casos en los cuales está en discusión la afectación de los 

derechos fundamentales de una persona en situación de discapacidad, la acción de tutela se 

torna en el mecanismo procedente para invocar su amparo y no puede exigírsele previamente 

el agotamiento de las vías ordinarias, pues el asunto es de relevancia constitucional ya que 

está estrictamente ligado con un presunto acto discriminatorio31.  

 

3.11. En el caso concreto, la acción de tutela es procedente como mecanismo principal ya que 

los otros medios judiciales de defensa disponibles en la jurisdicción laboral resultan ineficaces 

a la luz de las condiciones particulares en las que se encuentra la accionante. La señora Núñez 

es una persona de sesenta y seis (66) años de edad32, actualmente está desempleada, no ha 

logrado conseguir un nuevo trabajo, no tiene otra fuente de ingresos33 y fue presuntamente 

despedida a raíz de una discriminación basada en su estado de salud. Su familia, que no vive 

con ella, no cuenta con los recursos suficientes para responder por su sostenimiento34. La 

tutelante no ha logrado disfrutar de su pensión pues, como manifestó en su demanda, su 

                                                                                                                                                                          
trabajador discapacitado como la adopción de las medidas que sean del caso —dentro de las que pueden estar el 

reintegro al cargo que se ocupaba o la reubicación en el empleo— el amparo de tutela puede ser procedente, 

incluso con carácter definitivo, en la medida en que se está frente a sujetos de especial protección constitucional, y 

siempre que sus condiciones particulares exijan la adopción de medidas urgentes”. Esta lectura del ordenamiento 

constitucional, fue reiterada en la sentencia T-431 de 2013 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez) donde, si bien la 

Corte consideró que la acción interpuesta era improcedente, dentro de sus consideraciones recordó que la 

jurisprudencia ha sostenido reiteradamente que “la procedencia principal de la tutela en estos casos, se ha 

justificado en que si bien la jurisdicción ordinaria prevé un mecanismo apto para resolver las pretensiones de 

reintegro, el mismo no tienen un carácter preferente o sumario para restablecer los derechos de sujetos que, 

protegidos por la estabilidad laboral reforzada, necesitan una medida urgente de amparo y un remedio integral. 

Esto, a fin de evitar que el trabajador deba adelantar un proceso engorroso o que al momento de la sentencia, ya no 

resulte ser lo suficientemente eficaz o idóneo para la garantía de sus derechos”. 

29 Ver sentencias T-576 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), T-198 de 2006 (M.P. Marco Gerardo Monroy 

Cabra), T-700 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-953 de 2008 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-417 de 

2010 (M.P. María Victoria Calle Correa) y T-633 de 2011 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 
30 Ver sentencias T-661 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis y T-263 de 2012 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).  
31 Ver sentencias T-198 de 2006 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-1048 de 2012 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub) y T-116 de 2013 (M.P. Alexei Julio Estrada).  
32 Como anexo al escrito de tutela, la accionante aportó copia de su cédula de ciudadanía expedida en el municipio de 

Timbiquí, Cauca. Según éste documento, la señora Núñez nació el veintidós (22) de febrero de mil novecientos 

cuarenta y ocho (1948). Ver folio 10. 
33 Esta información fue suministrada por la accionante vía telefónica y mediante comunicación escrita recibida en la 

Corte Constitucional el día cuatro (4) de julio de dos mil catorce (2014). Ver folio 14 y 15 del segundo cuaderno. 
34 Esta información fue suministrada por la accionante vía telefónica y mediante comunicación escrita recibida en la 

Corte Constitucional el día cuatro (4) de julio de dos mil catorce (2014). Ver folio 14 y 15 del segundo cuaderno.  
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empleador jamás realizó los aportes respectivos al sistema de seguridad social durante los 

diecinueve (19) años que duró la relación laboral35. Adicionalmente, para el momento de los 

hechos, la accionante revestía la calidad de sujeto de especial protección constitucional como 

resultado de los problemas de salud que le impedían desarrollar normalmente sus funciones36. 

A pesar de esto, su empleador la despidió sin argüir una justa causa y sin solicitar autorización 

por parte del Ministerio del Trabajo.  

 

3.12. Dadas sus condiciones personales y el análisis menos estricto que debe hacerse en 

materia de procedibilidad frente a un sujeto de especial protección constitucional37, la Sala 

considera que la señora Ismaelina Núñez ve amenazado su derecho fundamental al mínimo 

vital y a la salud pues, ante la ausencia de un trabajo, no puede satisfacer sus necesidades 

básicas por sus propios medios. La insolvencia económica de la accionante es cada vez mayor 

y, dadas las dificultades que enfrenta para ingresar nuevamente al mercado laboral38, su 

situación seguramente empeorará con el paso del tiempo. Gracias a esto, el asunto no puede 

esperar hasta que le juez ordinario laboral profiera una decisión en cuanto está en juego el 

goce efectivo de los derechos de una mujer presuntamente discriminada y de avanzada edad. 

                                                           
35 Según lo manifestó la accionante en el escrito de tutela, trabajó para el Hotel Brisas del Valle desde el quince (15) 

de febrero de mil novecientos noventa y cuatro (1994), hasta el catorce (14) de octubre de dos mil trece (2013). En el 

expediente únicamente obra copia de los contratos laborales correspondientes a los meses de julio, agosto, 

septiembre, octubre, noviembre y diciembre de dos mil nueve (2009). Sin embargo, en virtud del artículo 20 del 

Decreto 2591 de 1991, se presume por cierto que la accionante trabajó durante todo el tiempo descrito pues el 

empleador jamás contestó a dicha acción. Ver copia de los contratos descritos en el folio 14.  
36 Según la ultrasonografía de hígado, páncreas, vía biliar y vesícula que se le practicó el once (11) de octubre del 

mismo año, la accionante padecía de colelitiasis. Razón por la cual, no podía desarrollar adecuadamente sus 

funciones a raíz de los dolores que sentía. Debido a esto, su EPS le autorizó una consulta especializada para cirugía 

general. Ver folios 15, 16 y 19.  
37 Sobre la flexibilidad que debe tener el juez de tutela en el análisis del perjuicio irremediable cuando está ante un 

sujeto de especial protección constitucional, véanse las sentencias T-719 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda 

Espinosa), T-456 de 2004 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-015 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-

515A de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-700 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-1088 de 2007 

(M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-953 de 2008 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-1042 de 2010 (M.P. Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo), T-167 de 2011 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), T-352 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), 

T-225 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto), T-206 de 2013 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), T-269 de 2013 (M.P. 

María Victoria Calle Correa) y T-155 de 2014 (M.P. María Victoria Calle Correa). 
38

 Según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y el Ministerio del Trabajo, la tasa de 

desempleo de las personas mayores de cincuenta y cinco (55) años es menor a aquella de los demás grupos 

etários
38

. Su nivel de ingresos promedio es, a la vez, mayor que aquel de personas más jóvenes
38

. Sin embargo, 

cuando una persona adulta es despedida, encuentra más obstáculos para regresar al mercado laboral. Razón por la 

cual, las personas mayores de cincuenta y un (51) años permanecen casi el doble de tiempo desempleadas. Ver 

Indicadores del Mercado Laboral” en http://www.mintrabajo.gov.co/empleo/indicadores-del-mercado-

laboral.html; Juan Carlos Guataquí, Andrés Felipe García y Mauricio Rodríguez. 2009. Estimaciones de los 

determinantes de los ingresos laborales en Colombia con consideraciones diferenciales para asalariados y cuenta 

propia. Universidad del Rosario, Facultad de Economía. http://www.urosario.edu.co/urosario_files/92/924d7a77-

2ee8-49d0-80b7-f910b406801e.pdf (2 de marzo de 2014); y Jaime Tenjo Galarza, Martha Misas Arango, Alfredo 

Contreras Eitner, Alejandro Gaviria Jaramillo. 2012. Duración del Desempleo en Colombia. Universidad Jorge Tadeo 

Lozano. 

http://virtual.utadeo.edu.co/programas/pregrados/economia/working_paper/duracion_%20del_desempleo_en_co

lombia_julio_2012.pdf (1 de marzo de 2014); Juan Carlos Guataquí, Nohora Forero y Andrés Felipe García. 2009 ¿A 

quiénes afecta el desempleo? Análisis de la tasa de incidencia en Colombia. Lecturas de Economía No. 70. 

http://aprendeenlinea.udea.edu.co/revistas/index.php/lecturasdeeconomia/article/view/2257/1818 (1 de marzo 

de 2014).  
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Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala de Revisión estima que se requiere una solución 

urgente que, dada la rapidez con la que se necesita, no puede ser ofrecida por la vía ordinaria 

sino, únicamente, a través de la acción de tutela por tener esta un trámite sumario.   

 

3.13. La tutela objeto de revisión resulta procedente, específicamente, para solicitar el 

reintegro laboral, el pago de las acreencias laborales causadas durante el tiempo cesante y la 

indemnización por despido injusto equivalente a ciento ochenta (180) días de trabajo en los 

términos del artículo 26 de la Ley 361 de 199739, en cuanto la señora Ismaelina era acreedora 

de una estabilidad laboral reforzada por haber ostentado la calidad de sujeto de especial 

protección constitucional en el momento de los hechos40. Gracias a esto, según la reiterada 

jurisprudencia de esta Corte41, cuando el despido de una persona protegida con estabilidad 

laboral reforzada obedece a una presunta razón discriminatoria basada en sus limitaciones 

físicas, la tutela mediante la cual se solicita su reintegro es procedente dado que (i) el asunto 

es de relevancia constitucional ya que está estrictamente ligado con un presunto acto 

discriminatorio; (ii) la presunta discriminación no fue refutada por el empleador, quien tiene la 

carga de la prueba; (iii) no existe otro procedimiento acorde con la premura que el asunto 

comporta, pues no se puede obligar a una persona en situación de discapacidad a adelantar 

procesos engorrosos que no restablecen su dignidad y que en nada lo ayudan a superar las 

barreras que enfrenta a raíz de sus limitaciones, y (iv) se ha obviado un trámite ante la oficina 

de trabajo que, dada su importancia, hace del despido un acto ineficaz. 

 

PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD 

  

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los 

artículos 1°, 2°, 5° y 9° del Decreto 2591 de 1991, ya que lo que se pretende 

es que se garantice mi derecho fundamental al trabajo renovándose el contrato 

de trabajo, y toda vez que la petición consiste en una orden para que aquél 

                                                           
39 Por medio de la cual se establecen mecanismos de integración social de la personas con limitación y se dictan otras 

disposiciones. 
40 Según la definición de discapacidad prevista en la legislación internacional, en la Ley 1618 de 2013 y en la 

jurisprudencia constitucional, se entiende que una persona se encuentra en dicha situación cuando las limitaciones 

físicas, sensoriales o psíquicas que padece le impiden cumplir con sus obligaciones laborales en condiciones 

normales. Esto ocurre sin importar si las limitaciones son temporales, si no han sido calificadas por una junta de 

invalidez o si no son lo suficientemente graves como para limitar la capacidad laboral del sujeto en un 50% o más. 

Sobre el particular, ver las sentencias T-198 de 2006 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-003 del 14 de enero de 

2010 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) y T-1048 de 2012 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), entre muchas otras.  
41 Ver las sentencias T-576 de 1998 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), T-198 de 2006 (M.P. Marco Gerardo 

Monroy Cabra), T-661 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-700 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-

1083 de 2007 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-449 de 2008 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-812 

de 2008 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-953 de 2008 (M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-263 de 2009 (M.P. Luis 

Ernesto Vargas Silva), T-936 de 2009 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-003 de 2010 (M.P. Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub), T-417 de 2010 (M.P. María Victoria Calle Correa), T-633 de 2011 (M.P. Jorge Iván Palacio 

Palacio), T-263 de 2012 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), T-461 de 2012 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), T-1048 

de 2012 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-018 de 2013 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) y T-691 de 2013 (M. 

P. Luis Ernesto Vargas Silva). 
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respecto de quien se solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo según el 

inciso 2° art. 86 de la C.P. siendo únicamente aceptables como otros medios de 

defensa judicial, para los fines de exclusión de la acción de tutela, aquellos que 

resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, que no tienen tal 

carácter los mecanismos que carezcan de conducencia y eficacia jurídica para la 

real garantía del derecho. 

 

ACCION DE TUTELA PARA OBTENER REINTEGRO LABORAL-

Procedencia excepcional 

 

“…Para tramitar estas pretensiones el ordenamiento prevé en abstracto otros 

medios de defensa judicial susceptibles de instaurarse ante la justicia ordinaria. 

No obstante, la tutela ha sido excepcionalmente declarada procedente por esta 

Corporación cuando la parte activa es una persona en circunstancias de 

debilidad manifiesta o un sujeto de especial protección constitucional, que 

considera lesionados sus derechos fundamentales con ocasión de la terminación 

de su relación laboral, y cuando el goce efectivo de su derecho al mínimo vital o 

a la salud se ve obstruido.  

  

En este caso está la debilidad manifiesta que tengo frente a la entidad en su 

posición dominante, cuando después de tener la plena confianza legítima, 

confiaba que se continuaría la relación laboral, máxime que por más que 

hubieran contratos anuales y prorrogas de los mismos ya existía por mandato 

de la ley como contrato a término indefinido.  

 

La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicada por la 

H. Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presenten 

varios mecanismos de defensa, la tutela resulta improcedente. Es necesario 

además una ponderación de eficacia de los mismos a partir de la cual se 

concluya que alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz para la 

protección del derecho fundamental como la acción de tutela misma y en tal 

sentido en la sentencia T-526 del 18 de septiembre de 1992, Sala Primera de 

Revisión, manifestó: 

 

"... Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 

debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de 

protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por naturaleza, 
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tiene la acción de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente una burda y 

mecánica exégesis de la norma, en abierta contratación con los principios vigentes en 

materia de efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer 

expreso del constituyente…" 

 Como se indicó tanto en los hechos como en las pruebas aportadas, siendo 

que los sucesivos contratos y prorrogas eran por periodos de un año se debe 

tener en cuenta que en la sentencia C-016 DE 1998 la Corte Constitucional 

indicó: CONTRATO A TERMINO FIJO-Renovación sucesiva/PRINCIPIO DE 

ESTABILIDAD EN EL EMPLEO-Renovación del contrato/PRIMACIA DE LA 

REALIDAD SOBRE FORMALIDADES “…El sólo vencimiento del plazo inicialmente pactado, 

producto del acuerdo de voluntades, no basta para legitimar la decisión del patrono de no renovar el 

contrato, sólo así se garantizará, de una parte la efectividad del principio de estabilidad, en cuanto 

"expectativa cierta y fundada" del trabajador de mantener su empleo, si de su parte ha observado las 

condiciones fijadas por el contrato y la ley, y de otra la realización del principio, que señala la primacía 

de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral. En esta 

perspectiva, lo dispuesto activa para el trabajador un mecanismo de protección para su derecho a la 

estabilidad laboral, pues si como allí se señala el patrono no le notifica la terminación del contrato, éste 

se entenderá renovado por un término igual. La renovación sucesiva del contrato a término fijo, no riñe 

con los mandatos de la Constitución, ella permite la realización del principio de estabilidad laboral, pues 

siempre que al momento de la expiración del plazo inicialmente pactado, subsistan la materia de trabajo 

y las causas que lo originaron y el trabajador haya cumplido efectivamente sus obligaciones, a éste se le 

deberá garantizar su renovación…”  

 

En los comunicados anuales de NO PRORROGA del contrato se dice que la 

razón (i) obedece a la expiración del tiempo pactado en el contrato y (ii) a razones de Índole 

presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la contratación de 

personal de personal como Trabajador Oficial” Es decir que las razones son falsas, 

razón por la cual se debe amparar los derechos tutelados.  

  

JURAMENTO:  

 

Para los efectos de que trata los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, 

manifiesto bajo juramento que, con anterioridad a esta acción no he promovido 

acción similar por los mismos hechos. 

  

ANEXOS 
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Fotocopias del contrato de trabajo suscrito con la NACIÓN MINSITERIO DE 

DEFENSA – EJERCITO NACIONAL – BRIAGADA DE AVIACIÓN DEL EJERCITO, 

del cual se desprenden mis derechos laborales que debo desempeñar y lugar en 

donde las debo realizar. Entre otras:  

 

1. Contrato de trabajo del 16 de Octubre de 1998 suscrito entre el señor 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, y el Comandante General del 

Ejercito JORGE ENRIQUE MORA RANGEL, para el periodo del 16 de 

octubre de 1998 y el 31 de diciembre de 1998. (así se mantuvo hasta el 

31 de diciembre de 2019)  

2. Contrato de trabajo No 0601 suscrito el 31 de Diciembre de 2008. 

“…CLAUSULA SEGUNDA DURACIÓN DEL CONTRATO Y JORNADA 

DE TRABAJO.- El presente contrato de trabajo rige por el término de 

Doce (12) MESES, comprendidos entre el 01 de Enero de 2009 y el 31 

Diciembre de 2009. EL TRABAJADOR se obliga a laborar como mínimo 

176 HORAS mensuales de acuerdo con la programación de vuelo que 

disponga la BRIGADA DE AVIACIÓN DEL EJÉRCITO sin perjuicio de la 

permanente disponibilidad. 

3. CONTRATO DE TRABAJO DEL AÑO 2009 suscrito por el Brigadier 

General JAVIER FERNANDEZ LEAL. 

4. Copia del Actas de prorroga Colectiva No. 0480 del 24-Nov-2009,.  

5. No. 0273 del 24-Dic-2010. 

6. No. 0159 del 22-12-2011  

7. Contrato de prorroga colectiva N° 173 del 24 de diciembre de 2012, de 

los contratos de trabajo a término fijo celebrados con un personal de 

trabajadores oficiales de la División de Aviación Asalto Aéreo del Ejército. 

Dentro de los que esta “…13. TO. OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ 

MARTINEZ identificado con la cédula de Ciudadanía No. 16.661.240 

contrato de trabajo No 0601 suscrito el 31 de Diciembre de 2008, 

prorrogado mediante Actas de prorroga Colectiva No. 0480 del 24-

Nov-2009, No. 0273 del 24-Dic-2010 y No. 0159 del 22-12-2011, 

actualmente vigente. 

“…Quienes se denominan LOS TRABAJADORES, hemos convenido 

prorrogar por el lapso de DOCE (12) MESES, contados a partir del día 

DOCE (12) MESES, contados a partir del día PRIMERO (01) DE ENERO 

DEL AÑO DOS MIL TRECE (2013), HASTA EL TREINTA Y UNO (31) DE 
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DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL TRECE (2013), los contratos de trabajo 

actualmente vigentes, suscritos con el MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISION DE AVIACION ASALTO 

AEREO DEL EJERCITO; en razón a que existe la disponibilidad 

presupuesta! aprobada según el Oficio No. 20122200882446, de la 

JEFATURA DE ESTADO MAYOR DEL EJÉRCITO de fecha 26 de 

Noviembre de 2012….” 

 

8. Contrato de trabajo N° 203 del 26 de diciembre de 2013 para el año 

2014 suscrito por el General JAIRO SALGERO. NOMBRES Y APELLIDOS 

DEL TRABAJADOR: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ LUGAR Y 

FECHA DE NACIMIENTO: Pasto (Nariño) 20 de octubre de 1961, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 16.661.240 de Cali (Valle). 

DURACIÓN DEL CONTRATO: un año,  

9. Acta de prorroga N° 140 del 23 de diciembre de 2014 Entre los suscritos 

a saber: Señor Brigadier General JAIRO SALGUERO CASAS, identificado 

con Cédula de Ciudadanía No. 11.376.162 expedida en Fusagasugá, en 

su calidad de Jefe de Desarrollo Humano del Ejército Nacional, cargo 

para el cual fue designado mediante Decreto No. 2188 del 26 de Octubre 

de 2012, debidamente autorizado para contratar Trabajadores Oficiales 

por contrato de trabajo a termino fijo, por delegación del Ministerio de la 

Defensa Nacional de conformidad con la Resolución Ministerial No. 2128 

del 01 de Junio del 2007, actuando en nombre y representación del 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN 

DE AVIACION ASALTO AÉREO DEL EJERCITO, por una parte y por la 

otra: “…11. TO. OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ identificado 

con la cédula de Ciudadanía No. 16.661.240 contrato de trabajo No 0203 

suscrito el 26 de Diciembre de 2013, actualmente vigente. 

“…Quienes se denominan LOS TRABAJADORES, hemos convenido 

prorrogar por el lapso de DOCE (12) MESES, contados a partir del día 

PRIMERO (01) DE ENERO DEL AÑO DOS MIL QUINCE (2015), HASTA EL 

TREINTA Y UNO (31) DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL QUINCE (2015), 

los contratos de trabajo actualmente vigentes, suscritos con el 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISION 

DE AVIACION ASALTO AEREO DEL EJERCITO; en razón a que existe la 

disponibilidad presupuesta! aprobada según el Oficio No. 
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20142200311850, de la JEFATURA DE ESTADO MAYOR DEL EJÉRCITO 

de fecha 01 de Diciembre de 2014…” 

 

 

10. ACTA DE PRÓRROGA COLECTIVA No. 008 DE LOS CONTRATOS DE 

TRABAJO A TÉRMINO FIJO CELEBRADOS CON LOS TRABAJADORES 

OFICIALES DE LA DIVISIÓN DE AVIACIÓN ASALTO AÉREO DEL 

EJÉRCITO NACIONAL del 28 de diciembre de 2016, Entre los 

suscritos a saber, mayores de edad y residentes en Bogotá D.C., señor 

Coronel HÉCTOR MANUEL BELTRÁN BELTRÁN, identificado con Cédula 

de Ciudadanía No. 76.539.495, de nacionalidad Colombiano, en su 

calidad de JEFE DE ESTADO MAYOR DE LA DIVISIÓN DE AVIACIÓN 

ASALTO AÉREO DEL EJÉRCITO NACIONAL, cargo para el cual fue 

designado mediante el Plan de Relevos ordenado en el oficio No. 

20165641338053 de fecha 24 de Mayo de 2016, debidamente 

autorizado para contratar trabajadores oficiales por contrato de trabajo a 

término fijo, por delegación del Ministerio de la Defensa Nacional de 

conformidad con la Resolución Ministerial No. 6377 del 19 de Julio de 

2016, actuando en nombre y representación del MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN DE AVIACIÓN 

ASALTO AÉREO, en adelante EL EMPLEADOR, por una parte y por la 

otra: OSCAR ORDOÑEZ MARTINEZ PILOTO AL MANDO MI-17 Y SUS SERIES. 

(MI-17 IV/MI-17 PRIMERO: PRORROGAR por el término de UN (01) 

AÑO, desde el día PRIMERO (01) DE ENERO DE DOS MIL 

DIECISIETE (2017), hasta el día TREINTA Y UNO (31) DE 

DICIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE (2017), los contratos de 

trabajo actualmente vigentes, suscritos con el MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL - DIVISIÓN DE 

AVIACIÓN ASALTO AÉREO, de acuerdo con la viabilidad presupuesta! 

emitida por COMANDO FINANCIERO Y PRESUPUESTAL, mediante oficio 

No. 20161284111723: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-COFIP-38-12 - SEXTO. 

RÉGIMEN LEGAL APLICABLE Para todos los efectos, las condiciones 

no reguladas en el presente acuerdo de partes, se regirá por lo 

dispuesto en la Ley 6 de 1945, Ley 64 de 1946, Ley 171 de 1961, 

Decreto Reglamentario 2127 de 1945 derogado parcialmente por el 

Decreto 1083 de 2015, Decreto Ley 3135 de 1968, Decreto Ley 1045 
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de 1978, Decreto 1792 de 2000, Decreto 1083 de 2015 y las normas 

que lo condicionen, modifiquen, reglamenten o adicionen, así como en 

lo preceptuado en el Régimen de Seguridad Social Integral vigente. En 

lo no regulado por el Régimen especial de Trabajadores Oficiales, se dará 

aplicación al Código Sustantivo del Trabajo. 

 

11. Radicado No. 20169403808663: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-

DAVM-JEM -G1-17-8 del 25 de Noviembre de 2016 NO PRORROGA DEL 

CONTRATO suscrita por el Coronel ARIEL PONGUTA ORTIZ Jefe estado 

Mayor Coronel HECTOR MANUEL BELTRAN BELTRAN jefe de estado 

Mayor Conjunto.  

 

12. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° 20179403808663 MDN-

CGFM·COEJC·SECEJ-JEMOP-DAvAA-JEM-01- DEL 28 de noviembre de 

2017 suscrita por el Coronel CARLOS MARIO RAMIREZ VILLEGAS 

en calidad de Jefe de Estado Mayor de la Brigada de Aviación. En 

el se indica que “…el contrato de trabajo No 0053-JEDEH-2016 y Prorroga 

Colectiva No 008 del 28 de Diciembre de 2016. Suscrito entre usted y la División de la 

aviación de Asalto Aéreo no será prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 

30 días Calendario  

La decisión de no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo 

pactado en el contrato y a razones de Indole presupuestal, toda vez que a la fecha no 

se ha asignado presupuesto para la contratación de personal de personal como 

Trabajador Oficial…” 

 

13. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° 20185192272081: MDN-CGFM-COEJC-

SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM -01- DEL 28 de noviembre de 2018 suscrita 

por el Coronel RUDDY SMITH ARIAS RODRIGUEZ en calidad de Jefe 

de Estado Mayor de la Brigada de Aviación. En él se indica que 

“…Con toda atención, me permito informarle que en virtud de lo dispuesto en el Artículo 

2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 2015, el contrato de trabajo No. 

0018-DAVAA-2017 del 30 de Diciembre de 2017, suscrito entre usted y la División de 

Aviación Asalto Aéreo, no será prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 

30 días Calendario…”  

La decisión de no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo 

pactado en el contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no 

se ha asignado presupuesto para la contratación de personal de personal como 

Trabajador Oficial…” 
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14. Contrato N° 00013 DAAVA 2018 del 29 de diciembre de 2018 suscrito 

entre el Coronel RUDDY SMITH ARIAS RODRIGUEZ en calidad de Jefe de 

Estado Mayor Conjunto de la Brigada de Aviación del Ejército y el 

Trabajador Oficial OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, para la 

vigencia del 01 de enero de 2019 al 31 de diciembre de 2019. 

 

15. COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° No 20195196912253: MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 

(sic) (debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER 

JAIMES PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor de la División 

de Asalto Aéreo En él se indica que “…Con toda atención, me permito 

informarle que en virtud de lo dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 

del Decreto 1083 de 2015, el contrato de trabajo , el contrato de trabajo No. 0013-

DAVAA-2018 del 29 de Diciembre de 2018, suscrito entre usted y la División de Aviación 

Asalto Aéreo, no será prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días 

Calendario…”  

La decisión de no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo 

pactado en el contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no 

se ha asignado presupuesto para la contratación de personal de personal como 

Trabajador Oficial…” 

 

NOTIFICACIONES 

  

El accionado, puede ser notificado en:  

 

1. La Nación Ministerio de Defensa –Comando General de las Fuerzas 

Militares – Ejercito Nacional en la Cr 54 Nº 26-25 CAN de la ciudad de 

Bogotá. usuarios@mindefensa.gov.co 

2. La división de Asalto Aéreo del Ejercito en el Aeropuerto el Dorado 

Nueva Zona de Aviación Entrada 6 de la ciudad de Bogotá, correo 

electrónico: ayudantiadavaa@ejercito.mil.co davaa@ejercito.mil.co   

3. El suscrito las recibirá en la Secretaría de su despacho o en la transversal 

9 No. 41A-17 Apto 322 Conjunto Parque Central B/Kennedy. Girardot 

Cundinamarca. 

Correo electrónico: ofom20@hotmail.com, ancizaroga@gmail.com 

rodriguezcaldasabogados@gmail.com  

  

Del Señor Juez de Tutela.  

40

mailto:usuarios@mindefensa.gov.co
mailto:ayudantiadavaa@ejercito.mil.co
mailto:davaa@ejercito.mil.co
mailto:ofom20@hotmail.com
mailto:ancizaroga@gmail.com
mailto:rodriguezcaldasabogados@gmail.com


 

 

 

Oscar Fernando Ordoñez Martínez  

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
Cedula de Ciudadanía N° 16.661.240 de Cali 
Celular: 3102040082 
Correo electrónico: ofom20@hotmail.com rodriguezcaldasabogados@gmail.com 
Dirección residencia: transversal 9 No. 41A-17 Apto 322  
Conjunto Parque Central B/Kennedy. Girardot Cundinamarca.  
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Bogotá D.C, 01 de Mayo de 2020. 
 

 
Señor Mayor General.    
EDUARDO ENRIQUE ZAPATEIRO ALTAMIRANDA 

Comandante del Ejército Nacional  
La ciudad.    

 
 

RE. Derecho de petición – Interés particular. 

 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ identificado como aparece 

al pie de mi firma en ejercicio al derecho de petición al que hace expresa 

referencia el artículo 23 de la Constitución Política, regulado por la Ley 

1755 del 30 de junio de 2015, de manera respetuosa solicito al señor 

General: 

 

1. Se expida a mi costa copia íntegra y auténtica de la totalidad de 

los contratos de trabajo con los que estuvo vinculado el suscrito 

con el Ejército Nacional en calidad de trabajador oficial. 

2. Certificación de horas voladas en el Ejército Nacional 

3. Certifique el tiempo laborado con el Ministerio de Defensa – 

Ejército Nacional en calidad de trabajador oficial. 

4. Se remita la copia del oficio 20195196912253: MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre 

de 2018 (sic) (debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY 

ALEXANDER JAIMES PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor 

de la División de Asalto Aéreo con constancia de notificación y 

ejecutoria.  

5. Se indique si como se indica en el oficio que señala: “…razones de 

Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la 

contratación de personal de personal como Trabajador Oficial…” Se asignó el 

presupuesto para la contratación de Trabajadores oficiales.  

6. Se indique si se hicieron contratos a los otros trabajadores 

oficiales y se señale a quienes NO se les suscribió contratos 

laborales.  

7. Se señale si además de las causas señaladas en la comunicación 

hay otras causas ocultas por las que NO se suscribió contrato con 

el suscrito.  
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8. Se indique por que no se le dio respuesta a la petición del 08 de 

febrero de 2020 que se radicó con el N° 202051900333322, si se 

suministró respuesta se envíe la copia.  

  

Petición que hago en consideración a la COMUNICACIÓN DE NO 

PRORROGA N° 20195196912253: MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-

DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) (debe ser 

2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER JAIMES PARADA en 

calidad de Jefe de Estado Mayor de la División de Asalto Aéreo En él se 

indica que “…Con toda atención, me permito informarle que en virtud de lo 

dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 

2015, el contrato de trabajo , el contrato de trabajo No. 0013-DAVAA-2018 del 29 de 

Diciembre de 2018, suscrito entre usted y la División de Aviación Asalto Aéreo, no será 

prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario…”  

 

La decisión de no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en 

el contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado 

presupuesto para la contratación de personal de personal como Trabajador Oficial…” 

 

Y que efectivamente no fue prorrogado después de tener una relación 

laboral desde el día 16 de octubre de 1998, cuando se suscribió el primer 

contrato de trabajo laboral en calidad de Trabajador Oficial hasta el 31 de 

diciembre de 2019.  

 

Del señor General, 

 

 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
Cedula de Ciudadanía N° 16.661.240 de Cali 
Celular: 3102040082 
Correo electrónico: ofom20@hotmail.com rodriguezcaldasabogados@gmail.com 
Dirección residencia: transversal 9 No. 41A-17 Apto 322  
Conjunto Parque Central B/Kennedy. Girardot Cundinamarca.  

Oficina de Abogado: Carrera 14 N° 77 A – 61 Torre Norte / Apartamento 
1504 Teléfono: 9337884  
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Bogotá D.C, 01 de Mayo de 2020. 
 

 
Señor Doctor.  
CARLOS HOLMES TRUJILLO GARCIA  

Ministro de Defensa Nacional l  
La ciudad.    

 
 

RE. Derecho de petición – Interés particular. 

 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ identificado como aparece 

al pie de mi firma en ejercicio al derecho de petición al que hace expresa 

referencia el artículo 23 de la Constitución Política, regulado por la Ley 

1755 del 30 de junio de 2015, de manera respetuosa solicito al señor 

Ministro de Defensa ordene a quien corresponda:  

 

1. Se expida a mi costa copia íntegra y auténtica de la totalidad de 

los contratos de trabajo con los que estuvo vinculado el suscrito 

con el Ejército Nacional en calidad de trabajador oficial. 

2. Certificación de horas voladas en el Ejército Nacional 

3. Certifique el tiempo laborado con el Ministerio de Defensa – 

Ejército Nacional en calidad de trabajador oficial. 

4. Se remita la copia del oficio 20195196912253: MDN-COGFM-

COEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre 

de 2018 (sic) (debe ser 2019) suscrita por el Coronel FREDY 

ALEXANDER JAIMES PARADA en calidad de Jefe de Estado Mayor 

de la División de Asalto Aéreo con constancia de notificación y 

ejecutoria.  

5. Se indique si como se indica en el oficio que señala: “…razones de 

Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la 

contratación de personal de personal como Trabajador Oficial…” Se asignó el 

presupuesto para la contratación de Trabajadores oficiales.  

6. Se indique si se hicieron contratos a los otros trabajadores 

oficiales y se señale a quienes NO se les suscribió contratos 

laborales.  

7. Se señale si además de las causas señaladas en la comunicación 

hay otras causas ocultas por las que NO se suscribió contrato con 

el suscrito.  
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8. Se indique por que no se le dio respuesta a la petición del 08 de 

febrero de 2020 que se radicó con el N° 202051900333322, si se 

suministró respuesta se envíe la copia.  

  

Petición que hago en consideración a la COMUNICACIÓN DE NO 

PRORROGA N° 20195196912253: MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-

DAVAA-JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) (debe ser 

2019) suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER JAIMES PARADA en 

calidad de Jefe de Estado Mayor de la División de Asalto Aéreo En él se 

indica que “…Con toda atención, me permito informarle que en virtud de lo 

dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21  y el Artículo 2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 

2015, el contrato de trabajo , el contrato de trabajo No. 0013-DAVAA-2018 del 29 de 

Diciembre de 2018, suscrito entre usted y la División de Aviación Asalto Aéreo, no será 

prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 30 días Calendario…”  

 

La decisión de no prórroga del contrato de trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en 

el contrato y a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado 

presupuesto para la contratación de personal de personal como Trabajador Oficial…” 

 

Y que efectivamente no fue prorrogado después de tener una relación 

laboral desde el día 16 de octubre de 1998, cuando se suscribió el primer 

contrato de trabajo laboral en calidad de Trabajador Oficial hasta el 31 de 

diciembre de 2019.  

 

Del señor Ministro de Defensa Nacional, 

 

 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
Cedula de Ciudadanía N° 16.661.240 de Cali 
Celular: 3102040082 
Correo electrónico: ofom20@hotmail.com rodriguezcaldasabogados@gmail.com 
Dirección residencia: transversal 9 No. 41A-17 Apto 322  
Conjunto Parque Central B/Kennedy. Girardot Cundinamarca.  

Oficina de Abogado: Carrera 14 N° 77 A – 61 Torre Norte / Apartamento 
1504 Teléfono: 9337884  
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FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA 

EJÉRCITO NACIONAL 

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO  

BRIGADA DE AVIACION 

 

 

CONTRATO DE TRABAJO A TERMINO FIJO No.______________ NOMBRES Y 

APELLIDOS DEL TRABAJADOR OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ 

LUGAR Y FECHA DE NACIMIENTO PASTO-NARIÑO 20 DE OCTUBRE DE 1961, 

IDENTIFICADO CON CEDULA DE CIUDADANIA No. 16.661.240 DE CALI,  

DURACION DEL CONTRATO: (12) MESES, SALARIO BASICO PACTADO: DOS 

MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL CIENTO TRECE PESOS 

MONEDA LEGAL CORRIENTE ($2.398.113,oo), DIRECCION DE RESIDENCIA: 

CALLE 7 No. 44-06, TELEFONO 2450572, LUGAR DE TRABAJO: EJÉRCITO 

NACIONAL-JEFATURA DESARROLLO HUMANO–BRIGADA DE AVIACION 

EJÉRCITO. Conste por este que entre nosotros:  Brigadier General JAVIER 

FERNANDEZ LEAL, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 19.430.629, en 

calidad de Jefe de Desarrollo Humano del Ejército Nacional, cargo para el cual fue 

designado mediante No. 4479 del veintiséis (26) de noviembre de 2008, debidamente 

autorizado para contratar por delegación del Señor Ministro de Defensa Nacional,  

actuando en nombre y representación del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL – JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO – BRIGADA DE 

AVIACION EJÉRCITO por una parte y por la otra OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ 

MARTINEZ Identificado con Cédula de Ciudadanía No 71.712.808 quien en adelante 

se denominara el TRABAJADOR, hemos convenido celebrar el contrato de trabajo 

contenido en las siguientes clausulas y previas las siguientes consideraciones  a) 

existir la necesidad de contratar los servicios de un PILOTO INSTRUCTOR Y 

OPERACIONAL EQUIPO MI-17  b) contar con la disponibilidad de fondos 

correspondientes según oficio: 168547-MD-CE-JEM-DIPRE-AS-3.1 de fecha 12 

Diciembre de 2008. CLAUSULA PRIMERA: OBJETO DEL CONTRATO.- EL 

TRABAJADOR se compromete para con el EJÉRCITO NACIONAL.JEFATURA DE 

DESARROLLO HUMANO - BRIGADA DE AVIACION EJÉRCITO, a prestar toda su 

capacidad personal y  profesional como  PILOTO INSTRUCTOR Y OPERACIONAL 

EQUIPO MI-17  y/o a fines a esta área  CLAUSULA SEGUNDA DURACIÓN DEL 

CONTRATO Y JORNADA DE TRABAJO.- El presente contrato de trabajo rige por el 

término de Doce (12) MESES,  comprendidos entre el 01 de Enero de  2009 y el 31 

Diciembre de 2009.  EL TRABAJADOR se obliga a laborar como mínimo 176 HORAS 

mensuales de acuerdo con la  programación de vuelo que disponga la BRIGADA DE 

AVIACIÓN DEL EJÉRCITO sin perjuicio de la permanente disponibilidad.  

CLÁUSULA  TERCERA: CAJA DE COMPENSACION FAMILIAR.- El 

TRABAJADOR, podrá acceder a los servicios de la CAJA DE COMPENSACION 

FAMILIAR “CAFAM”. CLAUSULA CUARTA: PRÓRROGA.- El presente contrato 

podrá ser prorrogado por escrito a voluntad  de ambas partes por periodos sucesivos 

hasta de un año. Cuando algunas de  las partes no esté interesado en prorrogarlo, 

deberá comunicarlo por  escrito a la otra parte, con una antelación de (30) días 

calendario a la fecha prevista para  su conocimiento.  CLÁUSULA QUINTA: EL 

EJÉRCITO NACIONAL con cargo al PRESUPUESTO NACIONAL por medio de la 

respectiva tesorería pagará al TRABAJADOR  como retribución por sus servicios: a) 

salario básico mensual de DOS MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL 

CIENTO TRECE PESOS MONEDA LEGAL CORRIENTE ($2.398.113,oo),b) una 
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prima especial equivalente a SIETE  MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS 

MONEDA LEGAL CORRIENTE ($7.500.000,oo), la cual se cancelará con cargo al 

artículo presupuestal  No. 10156110  “OTRAS PRIMAS” c) una prima de navidad 

equivalente a la totalidad de salario devengado al 30 de Noviembre de cada año y 

proporcionalmente al tiempo laborado la cual será pagada en la primera quincena del 

mes de Diciembre, liquidado de acuerdo con el literal d) del artículo 139 del Decreto 

No. 1214 de 1990 o disposiciones que lo modifiquen o lo adicionen CLÁUSULA 

SEXTA: PRESTACIONES ASISTENCIALES.- En cumplimiento de lo preceptuado en 

la Ley 100 de 1993 para efectos de cubrimiento de los riesgos de  enfermedad 

general y  maternidad, el TRABAJADOR manifiesta que cotizará el 4% que 

corresponda para cubrimiento, sobre el 12.5% del  sueldo básico mensual a   E.P.S. 

SANITAS. Así mismo, el  MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO 

NACIONAL, para el cubrimiento de los riesgos de accidente de trabajo y enfermedad 

profesional, tendrá en cuenta lo previsto en la Ley 100 de 1993. CLAUSULA 

SEPTIMA: PRESTACIONES SOCIALES.- En desarrollo del presente contrato, el 

TRABAJADOR tendrá derecho según el caso a las prestaciones sociales establecidas 

en el artículo 140 del decreto 1214 de 1990 de conformidad con la Ley 344 de 1996, 

el auxilio de cesantías será consignado al FONDO NACIONAL DEL AHORRO,  

proporcional al tiempo laborado lo referente a pensiones y salud se rigen por la Ley 

100 de 1993.  CLÁUSULA OCTAVA: PENSIÓN DE VEJEZ E INVALIDEZ PÓR 

RIESGO COMÚN.- EL TRABAJADOR cotizará a CITI COLFONDOS., el equivalente  

al 25% del 16% de su salario básico  mensual conforme a lo estipulado a la Ley 100 

de 1993. CLÁUSULA NOVENA: FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL.- En 

cumplimiento por lo  dispuesto  en los artículos  27, 204 y 280 de la Ley 100 de 1993.  

El TRABAJADOR, que  devengue  una asignación básica superior  a  cuatro (4) 

salarios mínimos legales mensuales, cotizará en forma adicional un uno por ciento 

(1%) el valor de su consignación básica mensual, con destino al fondo de solidaridad 

pensional.  CLÁUSULA  DECIMA: OBLIGACIONES DEL EJÉRCITO NACIONAL: 1. 

Dar respuesta a las peticiones elevadas por el trabajador. 2. Facilitar los medios 

necesarios para que el trabajador cumpla con la actividad para lo cual fue contratado. 

3. Cumplir con las obligaciones estipuladas en el presente contrato.  CLÁUSULA 

UNDÉCIMA: DEBERES Y OBLIGACIONES DEL TRABAJADOR. -  Además  de   las 

propias de  la  actividad, el trabajador  queda   obligado con el EJÉRCITO NACIONAL 

a: 1- Elevar peticiones respetuosas observando el conducto regular. 2- Mantener 

reserva de todos los asuntos de que tenga conocimiento por razón de sus labores y 

cuya divulgación no le sea expresamente autorizada, sin perjuicio de denunciar los 

hechos delictivos y anomalías que conozca, con observancia del conducto regular. 3- 

Responder por los equipos, muebles, enseres, materiales y demás bienes que se 

confíen para el desarrollo de sus labores. Cumplir  con  los turnos laborales con la 

respectiva  unidad, dependencia o repartición. 4- EL TRABAJADOR debe cumplir 

íntegramente, hacer cumplir, y administrar el programa de entrenamiento de 

tripulaciones ordenado por la Aviación del Ejército.  5- EL TRABAJADOR se obliga 

para con el Ejército Nacional a laborar en dictar la instrucción correspondiente a la 

programación, y en asesorías de   cursos  de entrenamiento  y reentrenamiento, y 

demás actividades afines al objeto del contrato que por  necesidades del servicio  

sean  requeridos  por parte de la  unidad  o durante  el  tiempo  que  la  aeronave  en  

la  cual  tiene activa la autonomía se encuentre en  mantenimiento imprevisto o  

programado, 6- EL TRABAJADOR queda sometido a lo dispuesto en el código 

disciplinario único (Ley 734 de 2002) y disposiciones que lo modifiquen o lo adicionen. 

CLÁUSULA DUODÉCIMA: LICENCIAS.- Mediante resolución de este comando, al  

TRABAJADOR  se  le   podrá   conceder  licencias renunciables sin derecho a salario 
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por una sola vez y por justas causas del juicio del EJÉRCITO NACIONAL hasta por 

sesenta días (60) prorrogables por treinta (30) días más, durante la vigencia de este 

contrato. Para estos efectos, cada prórroga se entenderá con una nueva vigencia. En 

este caso el tiempo de licencia no se computa para ningún efecto. CLÁUSULA 

DÉCIMA TERCERA: JUSTAS CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL 

CONTRATO.- Son justas de terminaciones anticipada del presente contrato las 

siguientes: 1) Por mutuo acuerdo de las partes. 2) Haber sufrido engaño por parte del 

TRABAJADOR mediante la presentación de certificados falsos para lograr su 

admisión o tendientes a obtener un provecho indebido. 3) Todo acto constitutivo de la 

mala conducta, determinado conforme a la Ley 734 de 2002. 4)Todo daño material 

causado intencionalmente a las edificaciones, obras, maquinarias, equipos, materias 

primas y demás objetos puestos al servicio del TRABAJADOR o entregados a este 

para el desarrollo de sus labores y toda grave negligencia que ponga en peligro la 

seguridad de las personas o las cosas. 5) La detención preventiva del TRABAJADOR 

por más de sesenta (60) días o el arresto correccional que exceda los ocho (8) días o 

aún por término menor, cuando la causa de la sanción sea suficiente por sí misma 

para justificar la extinción del contrato. 6) Revelar el TRABAJADOR secretos militares, 

técnicos comerciales o dar a conocer asuntos de carácter reservado con el perjuicio 

para el MINISTERIO DE DEFENSA. 7) El deficiente rendimiento o la ineptitud del 

trabajador comprobados por el concepto del jefe de la dependencia respectiva, previo 

a dos (2) requerimientos de dicho jefe. 8) La inejecución comprobada por parte del 

TRABAJADOR de las obligaciones que asume por medio de este contrato, sin 

razones válidas. 9) El rendimiento del TRABAJADOR de la pensión de vejez o 

invalidez. 10) La enfermedad contagiosa o crónica del TRABAJADOR que no tenga 

carácter de enfermedad profesional así como cualquier otra enfermedad o lesión que 

lo incapacite para el trabajo, que no tenga carácter de enfermedad profesional y cuya 

curación no sea probable en seis (6) meses, determinada por la autoridad competente 

de salud. 11) La inasistencia al servicio sin causa justificada por tres (3) o más 

jornadas consecutivas de trabajo durante la vigencia del contrato. 12) Negarse el 

TRABAJADOR sin causa justa, a cumplir con misiones del servicio fuera de la sede 

habitual de trabajo. 13) Cualquier violación del trabajador a las obligaciones y deberes 

de que trata el presente contrato y en especial la prevista en la cláusula décima del 

mismo. 14) Laborar en una entidad diferente al Ejército Nacional. 15) Salir del país sin 

el previo conducto regular y autorización del Comandante de la Brigada de Aviación 

del Ejército. 16) No reasumir su cargo al término de un permiso, licencia, comisión o 

vacaciones. 17) La pérdida de la licencia de vuelo por cualquier causa. CLÁUSULA 

DÉCIMA CUARTA: PERIODO DE PRUEBA.- Es entendido que el trabajador al 

suscribir el contrato, queda sometido a un periodo de prueba de sesenta (60) días a 

fin de que se puedan apreciar sus aptitudes y de que el TRABAJADOR pueda 

observar la conveniencia de las condiciones del trabajo. En este periodo el contrato 

puede darse por término sin previo aviso de cualquiera de las partes y sin que haya 

lugar a indemnización. CLÁUSULA DECIMO QUINTA: TERMINACIÓN 

UNILATERAL DEL CONTRATO SIN JUSTA CAUSA.- cualquiera de las partes 

contratantes, podrán dar por terminado  unilateralmente el presente contrato antes de 

la fecha prevista, cuando no medie ninguna de las causales anotadas en la cláusula 

duodécima, dando aviso por escrito a la otra con una antelación no inferior a treinta 

(30) días antes de su retiro. CLÁUSULA DÉCIMA SEXTA: DECLARACIÓN.- EL 

TRABAJADOR declara que al momento de suscribir el presente contrato no tiene 

derecho causado a disfrutar pensión de jubilación, invalidez o retiro por vejez a cargo 

del estado, no se encuentra disfrutando estas prestaciones y que tampoco ha suscrito 

otro contrato de trabajo con el MINISTERIO DE DEFENSA. CLÁUSULA DÉCIMA 
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SEPTIMA: PERFECCIONAMIENTO Y EJECUCIÓN DEL CONTRATO.- Para el 

perfeccionamiento y ejecución del contrato se requiere que sea firmado 

personalmente por el TRABAJADOR y por el JEFE DE DESARROLLO HUMANO. 

CLÁUSULA DECIMA OCTAVA: FORMALIDADES.- Las formalidades que se deben 

observar en la tramitación del presente, son: A) Que se extienda en papel común 

original y dos (2) copias así: original para el departamento o sección de personal de la 

dependencia o unidad de origen; la primera copia para el TRABAJADOR; la segunda 

copia para el Departamento de Informática del Ejército. B) Este contrato no causa 

impuesto de timbre nacional, ni requiere de publicación en el diario oficial. Para 

constancia se firma en Bogotá D.C., a ________________ 

 

 

POR EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL – 

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO - BRIGADA DE AVIACION  

 

 

 

 

Brigadier General JAVIER FERNANDEZ LEAL 

Jefe de Desarrollo Humano del Ejército Nacional 

 

 

 

 

EL TRABAJADOR, 

 

 

 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  

C.C. No. 16.661.240  DE CALI 

 

 

 
 

ELABORO            REVISO                     VoBo: 

MY. OSCAR  YESID MARAÑON RODRIGUEZ         CT. OSCAR BENAVIDES SAENZ                  BG. JAVIER ENRIQUE REY NAVAS 

JEFE DE RECURSOS HUMANOS  BRIAV         ASESOR JURIDICO BRIAV                   COMANDANTE  BRIGADA DE AVIACION EJÉRCITO 

 

 

 

 

 

 

 

71



72



73



74



75



76



77



78



79



80



81



82



83



84



85



86



87



88



89



90



91



92



93



94



95



96



97



98



99



100



101



102



 

103



110013335023202000096

Página 1
ACTA   INDIVIDUAL  DE  REPARTO

Fecha : 06/may./2020
���

CORPORACION GRUPO ACCIONES DE TUTELA
CD. DESP SECUENCIA: FECHA DE REPARTOJUZGADOS ADMINISTRATIVOS  DEL CIRCUITO DE BOGOTA

NUMERO DE RADICACIÓN

110013335023202000096 00

073 2632 06/05/2020   2:59:19PMREPARTIDO AL DESPACHO 

JUZGADO 23 ADMINISTRATIVO SEC SEGUNDA ORAL BOGOTA
IDENTIFICACION NOMBRE PARTEAPELLIDO ���

16661240 OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ
MARTINEZ

��⇪01

SD0000000042958EN NOMBRE PROPIO ��⇪03

ACCIONES DE TUTELA
SE RECIBE POR CORREO
REM TAC SECCION SEGUNDA EXP 2020-01434

OBSERVACIONES:

BOAJA009V09

vreparto01
EMPLEADO

����������   �
��
��
� �9�7�9�6�	

CUADERNOS:
FOLIOS: 

1
38 F   12 ARCHIVOS

0
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Página 2
ACTA   INDIVIDUAL  DE  REPARTO

Fecha : 06/may./2020
���

Luis Alfonso Riveros Martinez
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República   de  Colombia 

Rama   Judicial 

JUZGADO VEINTITRES (23) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov 

 

 

 

INFORME INGRESO AL DESPACHO ACCIÓN DE TUTELA 
 

 

 

HOY, 06  DE MAYO , INFORMO AL DESPACHO DE LA SEÑORA JUEZ QUE FUE 

ALLEGADA ACCIÓN  DE TUTELA MEDIANTE EL MECANISMO DISPUESTO POR 

EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, DURANTE LA EMERGENCIA 

SANITARIA. DEMANDANTE: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ DEMANDADO- 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJERCITO NACINAL-DIVISIÓN DE ASALTO 

AEREO. REMITEN 38 FOLIOS Y 12 ARCHIVOS TOTAL 13 ARCHIVOS ADJUNTOS . 

SÍRVASE PROVEER 

 

 

 
 

106



107 

 

 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO VEINTITRÉS (23) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

SECCIÓN SEGUNDA 
  

 

Bogotá D.C., siete (07) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Radicación:  2020 – 00096 
Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA 
Demandante: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ 
Demandado:          NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO   

NACIONAL – DIVISION DE ASALTO AÉREO 
Asunto:  ADMISIÓN DEMANDA 

 

 

Por reunir los requisitos legales se admite la Acción de Tutela presentada por el señor 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, quien actúa en nombre propio, en contra 

del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE 

ASALTO ÁEREO, en consecuencia, para su tramitación se dispone: 

 

1) Notifíquese de inmediato, por el medio más eficaz al Representante Legal de la 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –  EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN 

DE ASALTO ÁEREO; con entrega de copia de la demanda y sus anexos, para 

que en el término de dos (2) días  se pronuncien frente a los hechos de la presente 

acción de tutela. 

 

2) La Entidad accionada deberá informar a este Juzgado: 

 

a. Informe detallado sobre los hechos objeto de la presente acción de tutela.- 

 

Para efectos de remitir la documentación solicitada, se concede a las Entidades 

accionadas el término improrrogable de dos (2) días, contados a partir de la fecha en que 

sea notificada la presente providencia, para que se sirvan allegar con destino a este 

Juzgado y al correo electrónico admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co la respuesta a los 

mailto:admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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oficios solicitados. Adviértasele que en caso de no allegar la documentación solicitada, 

se tendrán por ciertos los hechos en que se fundamenta la acción y se entrará a resolver 

de plano, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del decreto ley 2591 de 1991. 

 

Por secretaría notifíquese el contenido de la presente providencia al Representante Legal 

de la entidad antes mencionada, para que si a bien lo tiene se pronuncien respecto de 

las pretensiones de la demanda, aportando las pruebas que tenga en su poder. 

 

Para efectos de remitir la documentación solicitada, se concede a la Entidad accionada 

el término improrrogable de dos (2) días, contados a partir de la fecha en que sea 

notificada la presente providencia. Adviértasele que en caso de no allegar la 

documentación solicitada, se tendrán por ciertos los hechos en que se fundamenta la 

acción y se entrará a resolver de plano, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 

del decreto ley 2591 de 1991.  

 

3) NOTIFICAR a la parte accionante por el medio más expedito la decisión tomada 

en esta providencia. 

 

 
NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 
 
 

MARÍA TERESA LEYES BONILLA 
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
PJM 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 

*2020116003415333* 
Al contestar, cite este número 

RADICADO No. 2020116003415333: MDN-COGFM-COEJC–SECEJ-JEMPP–CEDE11–DINEG–1.5 
 

Bogotá, D.C., 11 de mayo de 2020 
 
 

Señor Mayor General  
GERMÁN LÓPEZ GUERRERO  
Comandante, División de Aviación Asalto Aéreo – DAVAA (E) 
Correo: davaa@buzonejercito.mil.co  
Bogotá D.C 
 
Asunto       : Remisión Admisión de tutela 
Referencia : Rad No. 2020-00096-00 

Accionante : ÓSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
 
       
De manera atenta, respetuosa, me permito remitir por competencia a mi General el auto de la 
referencia (Admisión de tutela), de fecha 06 de mayo de 2020, recibido en la Dirección de Negocios 
Generales el 07 de mayo del referido año, en virtud de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1437 
de 2011 (sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015)  y en concordancia con lo determinado 
en el Decreto 2591 de 1991 y su Decreto Reglamentario 306 de 1992, proveniente del Juzgado 
Veintitrés (23) Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, por medio del cual notifica la admisión 
de tutela presentada por ÓSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, lo anterior con el fin que ejerza 
el derecho a la defensa que le asiste, frente a los hechos y pretensiones expuestos en la demanda.  
 
Por lo anterior, se solicita respetuosamente a mi General ordenar a quien corresponda, realizar todas 
las actuaciones pertinentes para dar cumplimiento al auto admisorio, otorgando respuesta directa y 
oportuna al Despacho judicial, evitando así consecuencias legales de responsabilidad disciplinaria y/o 
penal establecidas para el funcionario encargado del asunto, de acuerdo con la normatividad vigente. 
 
Cordialmente, 
 
 
Coronel PEDRO NEL BUITRAGO AVELLA 
Director Negocios Generales 
Departamento Jurídico Integral 
 
Anexo: Copia ciento tres (103) folios útiles 
 
 
Elaboró: Abg. Shair Reyes                                       
Asesora Jurídica Tutelas DINEG       
 
 

 
 
 
Revisó: TE. Libardo Pinzón  
Oficial Tutelas DINEG                                                                                              

http://www.ejercito.mil.co/
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DEPARTAMENTO JURÍDICO INTEGRAL 

*2020116000795011* 
Al contestar, cite este número 

RADICADO No. 2020116000795011: MDN-COGFM-COEJC–SECEJ-JEMPP–CEDE11–DINEG–1.5 
 
Bogotá, D.C., 11 de mayo de 2020 

 

Doctora: 
MARÍA TERESA LEYES BONILLA  
Juez Veintitrés (23) Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá. 
Carrera 57 No. 43-91, sede CAN 
Correo: admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Bogotá D.C. 
 

Asunto  : Respuesta Admisión de tutela  
Referencia : Rad No. 2020-00096-00 

Accionante : ÓSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
 
De manera atenta, respetuosa y teniendo en cuenta las instrucciones impartidas por el Ministerio de 

Defensa Nacional a través de Circular Ministerial 374 del 30 de junio de 2009 en las que se ordenó a 

esta Dirección “(…) dar respuesta a la Corporación Judicial cuando la acción de tutela tenga que ver 

con actuaciones directas del Comandante de Fuerza…”, concordante con lo señalado en la Directiva 

Permanente 000036/2018 del Ejército Nacional a través de la cual se establece el procedimiento para 

el trámite y respuesta de acciones de Tutela e incidentes de desacato, se estableció como funciones 

de la Dirección de Negocios Generales del Ejército Nacional la de “Informar a la Corporación Judicial, 

la dependencia a la que se remitió la acción de tutela para su respuesta o cumplimiento, indicando las 

razones por la cual se dio traslado”; así mismo “Solicitar la desvinculación del Comandante del Ejército 

Nacional o Segundo Comandante del Ejército Nacional, cuando estos se vean vinculados en el trámite 

de tutela”. 

 

De tal razón me permito informar a su Despacho que el auto referido, calendado el 06 de mayo de 

2020, recibido en la Dirección de Negocios Generales el 07 de mayo del referido año, fue remitido por 

competencia en virtud de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1437 de 2011 (sustituido por el 

artículo 1 de la Ley 1755 de 2015) y en concordancia con lo estipulado en el Decreto 2591 de 1991 y 

su Decreto Reglamentario 306 de 1992, al Señor Mayor General Germán López Guerrero Comandante  

(E), División de Aviación Asalto Aéreo (DAAVA) con el radicado No. 2020116003415333 del 11 de 

mayo del presente año, con el fin de que se pronuncie en relación pretensión de la tutela; la cual versa 

información sobre un contrato laboral. 

 

Inicialmente se observa, que según lo relata en el escrito de tutela el señor Gerardo Óscar Fernando 

Ordoñez Martinez, manifiesta que existió contrato laboral celebrado por el accionante y por la División 

de Aviación Asalto Aéreo (DAAVA), de tal razón es la División de Aviación de Asalto Aéreo quien debe 

informar al despacho todo lo concerniente al mencionado contrato. Ante tal circunstancia, resulta 

evidente que el Comandante del Ejército Nacional no tuvo conocimiento de ninguna vinculación laboral 

del accionante con la División de Aviación Asalto Aéreo, así las cosas, me permito solicitar se 

desestimen las pretensiones toda vez que analizado el escrito de tutela presentado por la accionante, 

se logra evidenciar que la situación de vulneración o amenaza de derecho cuya protección demanda, 

versa sobre la estabilidad laboral del pensionado, vínculo laboral que sólo tiene conocimiento la 

División de Aviación Asalto Aéreo– DAAVA. 

http://www.ejercito.mil.co/
mailto:admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Es pertinente indicar al Despacho, que de acuerdo a lo manifestado por la Corte Constitucional “La 

legitimación pasiva en la acción de tutela hace referencia a la aptitud legal de la persona contra quien 

se dirige la acción, de ser efectivamente la llamada a responder por la vulneración o amenaza del 

derecho fundamental” abonado a lo anterior, la Jurisprudencia nacional ha sido recurrente al 

considerar que la Legitimación en la causa “es una calidad subjetiva de las partes en relación con 

el interés sustancial que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de 

dicha calidad o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente 

declararse inhibido para fallar el caso de fondo1.” Dicha calidad, se entiende satisfecha con la 

correcta identificación de las personas o autoridades responsables de la amenaza o 

vulneración de los derechos fundamentales. 

 

En este sentido, la legitimación en la causa como requisito de procedibilidad “exige la presencia de un 

nexo de causalidad entre la vulneración de los derechos del demandante y la acción u omisión de la 

autoridad o el particular demandado2 ”, vínculo sin el cual la tutela se torna improcedente; Además, de 

acuerdo a lo dispuesto por la sentencia T-213 de 2.001, del Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz, 

se consideró que la legitimación pasiva se consagra como la facultad procesal que le atribuye:  

 

“(…) al demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la reclamación que el actor le dirige 

mediante la demanda sobre una pretensión de contenido material, por lo cual si bien la tutela se 

establece por la Constitución como un proceso preferente y sumario, con ello no se quiso consagrar 

un instrumento judicial carente de garantías procesales, en donde la brevedad y celeridad procesal 

sirvan de excusa para desconocer los derechos de las partes o de los terceros, de manera que en 

dicho proceso, como en cualquier otro, el juez debe lograr que la actuación se surta sin vulnerar los 

principios de legalidad y contradicción(…)” 

 

Finalmente y de acuerdo a lo expuesto, se observa que en primera medida el Comandante del Ejército 

Nacional de ninguna manera ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, y por tanto 

carece del interés sustancial discutido en el proceso puesto que no existe un nexo de causalidad entre 

la vulneración de los derechos fundamentales del accionante y las actuaciones del Comandante del 

Ejército Nacional, motivo por el cual comedidamente solicito a esa Honorable Corporación, 

DESVINCULAR como sujeto activo de posible vulneración de los derechos fundamentales esgrimidos 

por el actor, al señor Mayor General Comandante del Ejército Nacional, toda vez que de acuerdo con 

la estructura organizacional y funcional de la Fuerza, corresponde a la dependencia antes mencionada 

atender lo correspondiente a la acción constitucional, presentada por el solicitante ÓSCAR 

FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ. 
 

Cordialmente, 

 

 

Coronel PEDRO NEL BUITRAGO AVELLA 
Director Negocios Generales 
Departamento Jurídico Integral 
  
Anexo: Lo relacionado en un (1) folio útil 
 
 
Elaboró: Abg. Shair Reyes                                       
Asesora Jurídica Tutelas DINEG  
 
 

                                                 
1 SENTENCIA T-1001-06. MP: Jaime Araújo Rentería. 
2 SENTENCIA T-278 de 1998 M.P: Vladimiro Naranjo Mesa. 

 

 
 
 
Revisó: TE. Libardo Pinzón  
Oficial Tutelas DINEG 
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República   de  Colombia 

Rama   Judicial 

JUZGADO VEINTITRÉS (23) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
 

 

INFORME INGRESO AL DESPACHO 

PARA SENTENCIA 
 

15 DE MAYO  

 

 
INFORMO AL DESPACHO DE LA SEÑORA JUEZ QUE SE SURTIÓ EL TRÁMITE DE NOTIFICACIÓN 

A LAS  ENTIDADES ORDENADAS. SE INFORMA QUE SE RECIBE UNA CONTESTACIÓN  LA CUAL 

SE ADJUNTA AL EXPEDIENTE.-  

 

SÍRVASE PROVEER 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

JUZGADO VEINTITRÉS (23) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá D.C., diecinueve (19) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA 
Radicación:  2020 - 00096 
Demandante: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ 
Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AÉREO 
Asunto:  SENTENCIA 1RA INSTANCIA 
 

 

Procede el Juzgado a decidir, en primera instancia, la acción de tutela presentada 

por el señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, quien actúa en nombre 

propio en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AÉREO. 

 

ANTECEDENTES 

 

El accionante presentó acción de tutela en nombre propio, en contra de la NACIÓN 

– MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL – DIVISIÓN 

DE ASALTO AÉREO, fundamentada en los siguientes hechos:  

 

“1. Ingresé a trabajar en el Ejército Nacional de Colombia  desde el 

día 16 de octubre de 1998, cuando se suscribió el primer contrato  

de trabajo laboral en calidad de Trabajador Oficial desde esa fecha 

hasta el 31 de diciembre de 1998, y así continuó hasta el hasta (sic) 

31 de diciembre de 2019 por vinculación de contrato de trabajo 

reglado por el decreto 1214 de 1990 en calidad de Trabajador 

Oficial T.O. como piloto de helicóptero  en el equipo MI-17 en la 

Aviación del Ejército. Los contratos tiene como CLAUSULA 

CUARTA: PRÓRROGA.- El presente contrato podrá ser prorrogado 

por escrito a voluntad de ambas partas por períodos sucesivos 

hasta de un año. Cuando alguna de las partes no esté interesado 
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en prorrogarlo, deberá comunicarlo por escrito  a la otra parte, con 

una antelación de (30) días calendario a la fecha prevista para su 

conocimiento. Es así que cada año la entidad  enviaba una carta a 

todos los Trabajadores Oficiales informándoles que el contrato no 

se renovaba pero a la larga siempre se ha renovado, menos en el 

mes de diciembre de 2019. 

 

2. Desde esa fecha me he desempeñado como Piloto al mando, 

piloto instructor y piloto de pruebas en el equipo. 

 

3. Algunos de los contratos son: 

 

3.1. Contrato de trabajo del 16 de Octubre de 1998 suscrito entre el 

señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, y el 

Comandante General del Ejercito JORGE ENRIQUE MORA 

RANGEL, para el periodo del 16 de octubre de 1998 y el 31 de 

diciembre de 1998. (así se mantuvo hasta el 31 de diciembre de 

2019) (no se tienen los contratos de 1999 al 2008) 

   

(…) (Ver folios 5 a 9 de la tutela) 

 

4. En ejercicio de mi trabajo siempre comprometido con las 

operaciones de restablecimiento del orden público en todo el país. 

 

5. Dentro de mis funciones ha estado la formación de pilotos y en 

el alistamiento de las aeronaves para cumplir con los diferentes 

trabajos o requerimientos a nivel nacional. 

 

6. El trabajo ha sido ser parte de la lucha del estado en contra 

aquellas organizaciones que están al margen de la ley y que 

atentan contra la paz, la tranquilidad y estabilidad de todas las 

personas en nuestro territorio.  

 

7. Soy una persona divorciada vivo en la ciudad de Girardot y tengo 

a mi cargo a mi hijo NICOLÁS ORDOÑEZ PÉREZ de 22 años de 

edad el cual se encuentra estudiando en la Universidad piloto de 

Girardot y depende totalmente de mi respaldo económico para su 

vida personal y profesional. 

 

8. Soy una persona que dependo de mi trabajo. En el ejército 

nacional complete VEINTIUN (21) años y DOS (2) meses 

laborando. Tengo una edad de 58 años y 6 meses y para mi pensión 

en Colpensiones me hacen falta 3 años y 6 meses. 

 

9. Con fecha del DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) (debe ser 

2019), como todos los años se remitió una carta esta vez fue 

“…COMUNICACIÓN DE NO PRORROGA N° No 

20195196912253: MDN-COGFMCOEJC-SECEJ-JEMOP-DAVAA-

JEM- D 1-17.8- DEL 15 de noviembre de 2018 (sic) (debe ser 2019) 

suscrita por el Coronel FREDY ALEXANDER JAIMES PARADA en 

calidad de Jefe de Estado Mayor de la División de Asalto Aéreo, en 
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la que se indica que “…Con toda atención, me permito informarle 

que en virtud de lo dispuesto en el Artículo 2.2.30.6.21 y el Artículo 

2.2.30.6.112 del Decreto 1083 de 2015, el contrato de trabajo , el 

contrato de trabajo No. 0013-DAVAA-2018 del 29 de Diciembre de 

2018, suscrito entre usted y la División de Aviación Asalto Aéreo, 

no será prorrogado, dándose efectivo cumplimiento al preaviso de 

30 días Calendario…La decisión de no prórroga del contrato de 

trabajo obedece a la expiración del tiempo pactado en el contrato y 

a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha 

asignado presupuesto para la contratación de personal de personal 

como Trabajador Oficial…” 

 

Lo especial es que esta carta se envía a todos los funcionarios que 

ostentamos la calidad de Trabajadores Oficiales, pero esta vez no 

fue renovada al suscrito como si se hizo con todos los otros T.O. la 

razón (i) obedece a la expiración del tiempo pactado en el contrato 

y (ii) a razones de Índole presupuestal, toda vez que a la fecha no 

se ha asignado presupuesto para la contratación de personal de 

personal como Trabajador Oficial” desapareció porque si fueron 

contratados todos los T.O. 

 

10. Por la no renovación del contrato No puedo desarrollar mis 

labores contratadas entre el accionado y la empresa para la cual 

trabajo, de cuyos ingresos dependo para mi sustento y el de mi 

familia, se debe tener en cuenta que tengo ya una edad avanzada 

y el salario es el mínimo vital de mi núcleo familiar y no hay ningún 

motivo para que se dé por terminado la vinculación laboral, a pesar 

que era por contratos anuales o su renovación hay un contrato 

realidad que debe ser protegido por el señor juez constitucional de 

tutela. 

 

11. Con fecha del 20 de febrero el suscrito solicito al Brigadier 

General JAIME HERNADO RIVERA JAIMES en calidad de 

Comandante de la División de Asalto aviación Ejercito, en el que se 

indica que se mantenga el contrato en las mismas condiciones de 

los 50 T.O. contratados. 

 

12. Del perjuicio remediable es apenas natural que el suscrito a la 

edad que  tengo y en este momento de la crisis mundial de 

coronavirus sea posible de hacerme laboralmente, de la misma 

manera, hay otras formas de defensa judicial pero se torna inocua, 

además que los despachos judiciales están cerrados hoy es 

imposible acceder a la administración de justicia. 

 

13. Se presentó derecho de petición para que se alleguen:  

“(…) 

 

 1. Se expida a mi costa copia íntegra y auténtica de la totalidad de 

los contratos de trabajo con los que estuvo vinculado el suscrito con 

el Ejército Nacional en calidad de trabajador oficial. 
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(…)” 

 

Pretende el actor se tutele el derecho fundamental al trabajo y a la seguridad social, 

y que como consecuencia, se declare la ineficacia de la terminación del contrato 

laboral y que se ordene a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional Ejercito 

Nacional – División de Asalto Aéreo, que renueve el contrato en calidad de 

trabajador Oficial al señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, que se le 

paguen los salarios y las prestaciones sociales dejados de percibir desde el 01 de 

enero de 2020 (fecha de desvinculación) hasta la fecha en que se haga su efectiva 

contratación; y que se le pague la indemnización equivalente a ciento ochenta (180) 

días de salario, conforme al artículo 26 de la Ley 361 de 1997.  

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Recibida la acción constitucional, se admitió la misma mediante auto de fecha 07 

de mayo de 2020, ordenando la notificación del representante legal de la accionada, 

y solicitando a la misma un informe detallado sobre aspectos que interesan al 

proceso con el propósito de decidirla dentro de los términos de ley. 

 

La demandada fue notificada el 07 de mayo de 2020, haciéndole entrega de la copia 

de la demanda y de sus anexos para ejercitar su derecho de defensa en la presente 

acción. 

 

DERECHO CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL INVOCADO COMO 

VIOLADO 

 

El accionante invoca como derechos fundamentales constitucionales violados el 

derecho al trabajo y a la seguridad social, según expone por cuanto le fue finalizado 

su  contrato de trabajo.- 

 

PRUEBAS 

 

Como medio de pruebas, fueron allegados al proceso los siguientes documentos: 

 

 Copia del contrato de trabajo del 16 de Octubre de 1998 suscrito entre el 

señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, y el Comandante 



 
Juzgado 23 Administrativo 

Acción de Tutela No. 2020-00096 
 

 

131 

 

General del Ejercito JORGE ENRIQUE MORA RANGEL, para el periodo del 

16 de octubre de 1998 y el 31 de diciembre de 1998.  

 Copia del contrato de trabajo No. 0601 suscrito el 31 de Diciembre de 2008. 

 Contrato de trabajo del año 2009.  

 Copia del Actas de prorroga Colectiva No. 0480 del 24 de noviembre de 2009. 

 Copia del acta de prórroga Colectiva No. 0273 del 24 de diciembre de 2010. 

 Copia del acta de prórroga Colectiva No. 0159 del 22-12-2011. 

 Contrato de prorroga colectiva N° 173 del 24 de diciembre de 2012. 

 Contrato de trabajo No. 203 del 26 de diciembre de 2013 para el año 2014  

 Copia del Acta de prorroga No. 140 del 23 de diciembre de 2014.  

 Acta de Prórroga Colectiva No. 008 del 28 de diciembre de 2016. 

 Copia del Oficio No. 20169403808663: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-

JEMOP-DAVM-JEM -G1-17-8 del 25 de Noviembre de 2016. 

 Copia del Oficio No. 20179403808663 MDN-CGFM·COEJC·SECEJ-JEMOP-

DAvAA-JEM-01- DEL 28 de noviembre de 2017.- 

 Copia del Oficio No. 20185192272081: MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-

JEMOP-DAVAA-JEM -01- DEL 28 de noviembre de 2018.- 

 Copia del contrato No. 00013 DAAVA 2018 del 29 de diciembre de 2018.- 

 Copia del Oficio No.  20195196912253: MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-

JEMOP-DAVAA-JEM- D 1-17.8- del 15 de noviembre de 2018.- 

 Copia del derecho de petición de fecha 08 de febrero de 2020, radicado con 

el No. 2020519000333332.- 

 Copia del derecho de petición de fecha 01 de mayo del año que calenda, 

dirigido al Comandante del ejército Nacional y al Ministro de Defensa, sin 

número de radicación.- 

 

CONDUCTA PROCESAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA – 

EJERCITO NACIONAL  

 

El Director de Negocios Generales del Departamento Jurídico Integral del Ejército 

Nacional, indicó que de acuerdo a los hechos de la acción de tutela es la División 

de Aviación de Asalto Aéreo quien debe informar al despacho todo lo concerniente 

a los contratos de trabajo del actor. Que es evidente que el Comandante del ejército 

Nacional no tuvo conocimiento  de ninguna vinculación laboral del accionante por lo 

que solicitó que se desestimen las pretensiones de la presente acción de tutela,  por 
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cuanto una vez analizado el escrito se logró evidenciar que la situación de 

vulneración o amenaza del derecho versa sobre la estabilidad laboral del 

pensionado, vínculo que sólo es de conocimiento de la División de Aviación Asalto 

Aéreo, por lo que solicitó su desvinculación.-  

 

CONDUCTA PROCESAL DE LA DIVISIÓN DE ASALTO AÉREO 

 

Surtida como fue la notificación personal al Representante Legal de la División de 

Asalto Aéreo1, ésta no sólo declinó al derecho de ejercer la defensa de sus 

intereses, sino que además omitió el deber de rendir el informe solicitado en nuestro 

auto admisorio; conducta digna de las consecuencias legales contenidas en el 

artículo 20 del citado Decreto-Ley 2591, las que posteriormente se precisarán. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Para dictar la sentencia que corresponda, se hace necesario resolver el siguiente 

problema jurídico: 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

Se contrae establecer, si en el caso sub examen, la NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AÉREO 

vulneró los derechos fundamentales al trabajo y a la seguridad social, del señor 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, al dar por terminado el contrato de 

trabajo del actor, y por consiguiente debe proceder a reintegrarlo.- 

 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

  

El artículo 86 de la Constitución Política establece que toda persona tiene la acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, por sí misma o 

por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de la autoridad pública. 

                                                           
1 Ver folios 11 del expediente. - 
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La norma en cita también indica que la acción sólo procederá cuando el afectado 

no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

Debe recordarse que la acción de tutela es una acción de carácter subsidiaria, es 

decir, que adquiere relevancia, por regla general, solo a falta de mecanismos 

judiciales para la defensa del derecho constitucional fundamental amenazado o 

violado. Así fue regulado por el artículo 86 de la Constitución Política en los 

siguientes términos:  

 

ARTICULO 86. ACCIÓN DE TUTELA.  
 

Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 

jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 

nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 

cualquier autoridad pública. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto 

de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El 

fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse 

ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de 

otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la 

solicitud de tutela y su resolución. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela 

procede contra particulares encargados de la prestación de un 

servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 

interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en 

estado de subordinación o indefensión.2 

 

DERECHO AL TRABAJO  

 

De acuerdo con el artículo 25 de la Constitución, el trabajo goza, en todas sus 

                                                           
2 Subrayas fuera del texto 
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modalidades, de la especial protección del Estado. La Corte ha destacado que esa 

especial protección se predica no solamente de la actividad laboral subordinada, 

regulada en el Código Sustantivo del Trabajo, sino que la misma se extiende a otras 

modalidades, entre las cuales se cuentan aquellas en las que el individuo lo ejerce 

de manera independiente, puesto que, más que al trabajo como actividad abstracta 

se protege al trabajador y a su dignidad.3 

 

Así, en el artículo 5 del Código Sustantivo del Trabajo se define el trabajo 

subordinado o dependiente, como “(…) toda actividad humana libre, ya sea material 

o intelectual, permanente o transitoria, que una persona natural ejecuta 

conscientemente al servicio de otra, y cualquiera que sea su finalidad, siempre que 

se efectúe en ejecución de un contrato de trabajo”. 

 

El mandato constitucional de brindar especial protección al trabajo implica dos tipos 

de responsabilidades para el Estado. Por un lado, el deber de promover las 

condiciones que permitan a todas las personas que lo requieran acceder a un 

trabajo para generar los ingresos necesarios y, por otro, velar porque el trabajo se 

desarrolle en condiciones de dignidad, particularmente cuando se realiza bajo 

subordinación y dependencia, dado que, en ese escenario, se presenta una 

contraposición de intereses, dentro de la cual el trabajador es el extremo más débil.     

 

El deber de promover el empleo, en cualquiera de sus formas, responde a un 

imperativo de la dignidad de la persona humana, porque busca dar una respuesta, 

no sólo a los requerimientos materiales de las personas, sino también a sus 

necesidades de autosuficiencia, realización personal y contribución a la vida social.  

 

A su vez, la garantía de las condiciones de dignidad en el trabajo, implica 

promover una cultura laboral acorde con las mismas, definir un mínimo de 

derechos del trabajador y aplicar el poder del Estado para proscribir las conductas 

contrarias a ese mínimo, así como para señalar el marco obligatorio dentro del 

cual deben desenvolverse las distintas modalidades de trabajo. Esta última 

dimensión tiene particular sentido cuando existe oposición de intereses y se 

interviene en favor del extremo más débil de la relación. 

 

 

                                                           
3Sentencia T-475 de 1992  
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DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

La seguridad social se instituye en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho 

constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la 

lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos 

los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 

  

La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad 

social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues 

son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las 

personas a la seguridad social. El artículo 16 de la Declaración Americana de los 

Derechos de la Persona afirma que: 

  

“Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le 

proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la 

incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su 

voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de 

subsistencia”. 

  

De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales prescribe:  

  

“Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho 

a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez 

y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener 

los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del 

beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus 

dependientes”. 

 

De la lectura de las normas transcritas se deduce que el derecho a la seguridad 

social protege a las personas que están en imposibilidad física o mental para 

obtener los medios de subsistencia que le permitan llevar una vida digna a causa 

de la vejez, del desempleo o de una enfermedad o incapacidad laboral. Así mismo, 

se protege a las personas que dependían económicamente de quien percibía una 

pensión en razón de las circunstancias mencionadas. 

  

Como se puede apreciar, el derecho a la seguridad social demanda el diseño de 

una estructura básica que, en primer lugar, establezca las instituciones encargadas 
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de la prestación del servicio y precise, además, los procedimientos bajo los cuales 

éste debe discurrir. En segundo término, debe definir el sistema a tener en cuenta 

para asegurar la provisión de fondos que garanticen su buen funcionamiento. En 

este punto cobra especial importancia la labor del Estado, el cual, por medio de 

asignaciones de sus recursos fiscales, tiene la obligación constitucional de brindar 

las condiciones necesarias para asegurar el goce del derecho irrenunciable a la 

seguridad social. 

 

PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN TUTELA CONTRA ACTOS 

ADMINISTRATIVOS. 

 

La acción de tutela es un mecanismo de origen constitucional de carácter residual 

y subsidiario, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales 

de las personas que están siendo amenazados o conculcados4. Ello en consonancia 

con el artículo 86 de la Constitución, los artículo 6 numeral 1, del Decreto 2591 de 

1991 que establecen como causal de improcedencia de la tutela: cuando existan 

otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos 

mecanismos será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 

circunstancias en que se encuentre el solicitante.”. El carácter subsidiario y residual 

de la acción de tutela ha servido a la Corte Constitucional para explicar el ámbito 

restringido de procedencia de las peticiones elevadas con fundamento en el artículo 

86 de la Carta Política, más aún cuando el sistema judicial permite a las partes 

valerse de diversas acciones ordinarias que pueden ser ejercidas ante las 

autoridades que integran la organización jurisdiccional, encaminadas todas a la 

defensa de sus derechos. 

  

En este sentido, el carácter supletorio del mecanismo de tutela conduce a que solo 

tenga lugar cuando dentro de los diversos medios que pueda tener el actor no existe 

alguno que sea idóneo para proteger objetivamente el derecho que se alegue 

vulnerado o amenazado5. Esta consideración se morigera con la opción de que a 

                                                           
4  sentencias SU-712 de 2013, SU-617 de 2013, SU-646 de 1999, T-007 de 1992 
5 Así, por ejemplo,  en Sentencia T-106 de 1993, se ve esta postura de la Corte Constitucional desde sus inicios 

: 
"El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela 

como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida 

como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar 

cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno 

que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza 
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pesar de disponer de otro medio de defensa judicial idóneo para proteger su 

derecho, el peticionario puede acudir a la acción de tutela como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. De no hacerse así, esto es, 

actuando en desconocimiento del principio de subsidiariedad se procedería en 

contravía de la articulación del sistema jurídico, ya que la protección de los derechos 

fundamentales está en cabeza en primer lugar del juez ordinario 

  

Se tiene que la Corte Constitucional ha expuesto que conforme al carácter residual 

de la tutela, no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado para 

controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las 

acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la 

acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos 

fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción 

contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable. Al respecto 

se ha establecido:  

  

“La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es 

improcedente como mecanismo principal para la protección de 

derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados 

con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera 

que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales 

para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como 

mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas 

cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio 

irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela 

podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del 

Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique 

(artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso 

respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”6 

  

La excepcionalidad de la procedencia de la acción de tutela en el trámite de un 

proceso opera, en todo caso, ante actuaciones que no se soporten en fundamentos 

normativos y que constituyan vías de hecho lesivas de derechos fundamentales. De 

otra forma, las discusiones que se sucedan giraran en torno a la legalidad o 

legalidad de la actuación de la administración, las cuales constituyen un debate que 

                                                           

por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos 

señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración 

las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No 

puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se 

afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio 

de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico.” 
 
6 Sentencia T-514 de 2003, reiterado en sentencias T-451 de 2010 y T- 956 de 2011 



 
Juzgado 23 Administrativo 

Acción de Tutela No. 2020-00096 
 

 

138 

 

debe presentarse ante la misma administración mediante los respectivos recursos, 

o ante la jurisdicción contencioso administrativa.7  

  

Así,  la regla general es que el mecanismo constitucional de protección no puede 

superponerse a los mecanismos ordinarios establecidos en el ordenamiento jurídico 

de forma que los suplante o que se actúe como una instancia adicional para debatir 

lo que ya se ha discutido en sede ordinaria. En particular, la Sala insiste en que esta 

regla general conduce a que en los procedimientos administrativos, la tutela no 

procede contra actos expedidos por una autoridad administrativa, pues para ello se 

han previsto otros instrumentos judiciales, sin embargo, sólo de manera excepcional 

esta acción procede transitoriamente cuando se compruebe la existencia de un 

perjuicio irremediable.8 

  

La jurisprudencia constitucional ha determinado como perjuicio irremediable9. En 

relación a este tema, la Corte Constitucional ha explicado que “está circunscrito 

al grave e inminente detrimento de un derecho fundamental, que deba ser 

contrarrestado con medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergables, 

para neutralizar, cuando ello sea posible, la violación del derecho.” 10 En este 

sentido, la jurisprudencia constitucional ha elaborado varios criterios para 

determinar su existencia que se resumen en la inminencia, la gravedad, la urgencia 

y la impostergabilidad de la intervención11: 

  

“la inminencia,  que exige medidas inmediatas, la urgencia que 

tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la 

gravedad de los hechos, que hace evidente la 

impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la 

protección inmediata de los derechos constitucionales 

fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados 

                                                           
7 Sentencia T-832 de 2003.- 
8 Sentencia SU-617 de 2013 y T-151 de 2013.- 
9 sentencias T-743 de 2002, T-596 de 2001, T-215 de 2000. Esto fallos resuelven casos en los cuales el actor 

incoaba una acción de tutela en contra de una sanción disciplinaria, por violar, entre otros, su derecho al debido 

proceso; en cada uno estos procesos existía la acción de nulidad y restablecimiento del derecho para la 

protección del derecho al debido proceso. Por esto, el criterio utilizado por  la Corte para decidir la procedencia 

de la tutela fue si existía o no un perjuicio irremediable, con el fin de tramitar el expediente de tutela como un 

mecanismo transitorio mientras que eran decididos los procesos en la jurisdicción contencioso administrativa. 

En el mismo sentido, ver también las sentencias T-131 A de 1996, T-343 de 2001. De otra parte, la Corte ha 

establecido que en los casos en los que “existe violación o amenaza de un derecho fundamental por parte de 

una autoridad ejecutiva, y no cuenta el afectado con acción ante la jurisdicción contencioso administrativa, o 

dentro del trámite de ella no es posible la controversia sobre la violación del derecho constitucional, la tutela 

procede como mecanismo definitivo de protección del derecho constitucional conculcado”, caso que no es 

aplicable al presente proceso. Sentencia T-142 de 1995. 
10 Sentencia SU-617 de 2013. 
11 Sentencia SU-712 de 2013. 
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pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que 

legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como 

medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos 

fundamentales que se lesionan o que se encuentran 

amenazados.”12 

  

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha previsto que la valoración de los 

requisitos del perjuicio irremediable, debe efectuarse teniendo en consideración las 

circunstancias que rodean el caso objeto de estudio, en la medida en que no son 

exigencias que puedan ser verificadas por el fallador en abstracto, sino que 

reclaman un análisis específico del contexto en que se desarrollan. 

 

CASO CONCRETO 

 

Corresponde al Juez Constitucional, dar respuesta al problema jurídico planteado 

con miras a encontrar la tesis que en derecho resuelva el cuestionamiento 

expuesto. 

 

Con el fin de establecer si es la acción de tutela la vía procesal idónea para 

declarar la ineficacia de la terminación del contrato laboral y ordenar el reintegro 

del señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, este Despacho debe 

recordar que acerca de la naturaleza y alcance de la acción de tutela, ha sido 

reiterativa la Corte Constitucional al afirmar: 

 

“La defensa de los derechos que ofrece la acción de tutela es 

integra, en el sentido de que dada la oponibilidad erga omnes de 

los derechos fundamentales, no solo procura su vigencia frente al 

eventual menoscabo que pueda inferirles el ejercicio arbitrario del 

poder por parte de las autoridades públicas, sino  que extiende la 

necesidad de su eficacia al ámbito de las relaciones privadas y por 

ello permite, en circunstancias especiales, reclamar su protección 

cuando la lesión o amenaza del derecho provenga de los 

particulares.” 

 

“En el ordenamiento jurídico colombiano el artículo 86 de la 

Constitución Nacional que consagra la acción de tutela para 

proteger los derechos constitucionales fundamentales, cuando 

ellos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 

cualquier autoridad pública, mediante  un procedimiento preferente 

y sumario¸ igualmente reitera que sólo procede cuando para 

defender ese derecho, no existe otro mecanismo de defensa 

                                                           
12 Sentencia T-225 de 1993, reiterados en la sentencia SU-617 de 2013 
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judicial y si éste existe se puede ejercer la acción como un 

mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, el 

cual define el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 como aquel 

que solo puede ser reparado mediante una indemnización”. 

 

En todos los eventos, para que prospere la tutela, se han de cumplir los siguientes 

requisitos: 

 

A.-) La existencia de una conducta activa u omisiva de la autoridad pública o de un 

particular. 

 

B.-) Que esa conducta violente un derecho fundamental o amenace su trasgresión 

inminente. 

 

C.-) Que la acción se promueva en circunstancias temporales concomitantes o 

próximas con el agotamiento de la conducta que vulnera o amenace los derechos 

fundamentales invocados a efectos de cumplir el requisito constitucional de la 

inmediatez.   

 

D-.) Que la persona afectada carezca por completo de otro medio de defensa judicial 

de sus derechos, o que pese a existir otros mecanismos de defensa, estos al ser 

valorados en concreto, se perfilen como ineficaces para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

Ahora bien, frente al caso concreto, la acción de tutela es improcedente para 

declarar la ineficacia de la terminación del contrato laboral y ordenar el reintegro del 

señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ como piloto al mando, piloto 

instructor o piloto de pruebas en el equipo del Ejército Nacional, por cuanto para ello 

el legislador ha previsto otros medios judiciales de defensa. Sin embargo, 

tratándose de sujetos que por su condición económica, física o mental se 

encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta, la misma sería procedente 

para estos efectos, siempre y cuando se encuentre acreditada la amenaza, 

vulneración o grave afectación de derechos de raigambre fundamental, que no 

puedan ser protegidos oportunamente a través de dichos mecanismos, de manera 

tal que se entienda que éstos han perdido toda su eficacia material y jurídica, y 

siempre que el sujeto haya desplegado un mínimo de actuación tendiente a la 

defensa de sus derechos. 
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Sobre el punto debe recordarse que la Corte Constitucional ha sostenido que 

 

"por regla general, la acción de tutela es improcedente como 

mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales 

que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la 

expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros 

mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; 

(ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio 

contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda 

evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que 

solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la 

aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 

1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 

2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo”.  

 

En ese orden de ideas es necesario establecer como la Corte Constitucional ha 

definido el perjuicio irremediable: 

 

"... Se ha entendido el perjuicio irremediable como "aquel que 

resulta del riesgo de lesión al que una acción u omisión de las 

autoridades públicas o de los particulares somete a un derecho 

fundamental que, de no resultar protegido por la vía judicial en 

forma inmediata, perdería todo el valor subjetivo que representa 

para su titular y su valor objetivo como fundamento axiológico del 

ordenamiento jurídico. 

 

También ha considerado que debe tratarse de un perjuicio 

inminente, es decir que está por suceder prontamente, resultando 

impostergable la protección judicial reclamada dada la gravedad de 

la situación generadora de la vulneración de derechos 

fundamentales, pues "si hay postergabilidad de la acción, ésta corre 

el riesgo de ser ineficaz por inoportuna", por lo que requiere la 

adopción de medidas urgentes para restablecer el menoscabo 

ocasionado" 

 

De conformidad con lo anterior, se entiende por perjuicio irremediable, toda lesión 

o afectación a un derecho fundamental en virtud de una acción u omisión de las 

autoridades públicas, que de no ser amparado en forma inmediata, perdería todo el 

valor subjetivo que representa para su titular. 

 

En esta medida si el afectado por una decisión administrativa que estima contraria 

al ordenamiento jurídico cuenta con la posibilidad de ejercer las acciones o recursos 

previstos para salvaguardar los derechos amenazados o vulnerados, el mecanismo 
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de amparo constitucional no tiene la virtualidad de desplazarlos ni de convertirse 

en un recurso adicional o supletorio de las instancias propias de cada jurisdicción. 

Por todo lo anterior, y previo al análisis de fondo del conflicto planteado, debe el 

juez de tutela analizar si el ordenamiento jurídico tiene previstos otros medios de 

defensa judicial para la protección de los derechos fundamentales presuntamente 

vulnerados o amenazados, y si los mismos son lo suficientemente idóneos y 

eficaces para otorgar una protección integral.13  

 

Al respecto, y sobre la base que las decisiones cuestionadas están contenidas en 

los contratos de trabajo y en el Oficio No. 20195196912253 MDN-COGFM-COEJC-

SECEJ-JEMOP-DAVAA-JEM-D1-17.8 del 15 de noviembre de 2018 (sic), por medio 

del cual el Jefe de Estado Mayor División de Aviación Asalto Aéreo, le comunicó al 

actor que no sería prorrogado su contrato de trabajo, el accionante tiene a su 

disposición el proceso ordinario declarativo a fin de que el Juez Laboral proceda al 

estudio de legalidad actos proferidos por la entidad accionada, razón por la cual se 

puede concluir que el accionante cuenta con otro medio de defensa judicial para 

resolver lo solicitado en la presente acción de tutela. 

 

El artículo 86 de la Carta Política dispone que la acción de tutela tiene carácter 

subsidiario, esto es, que existiendo otros mecanismos para la defensa de los 

derechos fundamentales, se debe acudir a los mismos, a menos que se determine 

la existencia de un perjuicio irremediable.    

 

En conclusión y resolviendo el problema jurídico planteado, se tiene que la acción 

de tutela en este caso no es la vía procesal idónea para declarar la ineficacia de la 

terminación del contrato laboral y ordenar el reintegro del señor OSCAR 

FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ como piloto al mando, piloto instructor o piloto 

de pruebas en el equipo del Ejército Nacional, al tener el accionante otro 

mecanismo de defensa judicial y por lo tanto resulta improcedente, de conformidad 

con los artículos 86 de la C. P, y 6 del Decreto 2591 de 1991, según los cuales la 

acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual, que no reemplaza los 

medios ordinarios de defensa judicial. 

 

                                                           
13 Ver entre otras la sentencia T-353 de 2005. M.P.: Rodrigo Escobar Gil. 
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Por las anteriores razones se denegará la presente acción de tutela, al no haberse 

configurado la vulneración de los derechos fundamentales invocados por el 

accionante.- 

 
Teniendo en cuenta los argumentos que vienen expuestos se profiere la siguiente, 

 

DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, El Juzgado Veintitrés Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá – Sección Segunda,  Administrando justicia en nombre de la República 

y por Autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarase improcedente el amparo de tutela solicitado por el señor 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, de conformidad con la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Notifíquese por el medio más expedito a la entidad demandada y al 

accionante, conforme al artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: Una vez  se superen las limitaciones ocasionadas por la pandemia que 

atraviesa el país, si no fuere impugnado el presente fallo, se procederá a enviar el 

expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión (art. 31. Decreto. 

2591).  

 

NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 
 

MARÍA TERESA LEYES BONILLA 
Juez 

 

 
 

 

 

 

 

PJM 
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Señora Doctora  
MARIA TERESA LEYEZ  
Juez 23 ADMINISTRATIVA EN FUNCIÓN Constitucional de Tutela (reparto)  
La Ciudad.  
 

 

RE: PROCESO 110013350232020009600  

              TUTELA POR VIOLACIÓN DE DERECHOS  
 ACTOR: OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ  
 CONTRA: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJERCITO 

NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO AEREO.  

  

Oscar Fernando Ordoñez Martínez identificado con la CC. 16661240 de Cali, mayor de 

edad, con domicilio en Girardot, actuando en mi propio nombre, acudo a su despacho 

con el fin  de impugnar la sentencia de Tutela del día 19 de mayo de 2020 de la 

siguiente forma:  

 

1. CON FECHA DEL 06 de mayo de 2020 el Magistrado sustanciador: Luis Gilberto 

Ortegón Ortegón remite por competencia a los Juzgados administrativos, 

correspondiéndole al Juzgado 23 Administrativo, la presente acción. 

2. Con fecha del mismo “… 06    DE  MAYO ,  INFORMO  AL  DESPACHO DE  LA  

SEÑORA  JUEZ  QUE  FUE ALLEGADA  ACCIÓN    DE  TUTELA  MEDIANTE EL  

MECANISMO  DISPUESTO POR EL CONSEJO  SUPERIOR DE LA JUDICATURA, 

DURANTE LA EMERGENCIA SANITARIA. DEMANDANTE: OSCAR FERNANDO 

ORDOÑEZ DEMANDADO- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJERCITO 

NACINAL-DIVISIÓN DE ASALTO AEREO.  REMITEN 38  FOLIOS  Y 12  ARCHIVOS  

TOTAL 13  ARCHIVOS  ADJUNTOS . SÍRVASE  PROVEER…” 

3. Con fecha del siete (07) de mayo de dos mil veinte (2020) Por reunir los 

requisitos legales se admite la Acción de Tutela presentada por el señor 

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ, quien actúa en nombre propio, 

en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO 

NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO ÁEREO, en consecuencia, para su 

tramitación se dispone: “…1)  Notifíquese de inmediato, por el medio más 

eficaz al Representante Legal de la MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

–  EJERCITO NACIONAL – DIVISIÓN DE ASALTO ÁEREO; con entrega 

de copia de la demanda y sus anexos, para que en el término de dos (2) días 

se pronuncien frente a los hechos de la presente acción de tutela, 2)  La Entidad 

accionada deberá informar a este Juzgado: a.  Informe detallado sobre los 

hechos objeto de la presente acción de tutela.- Para  efectos  de  remitir  la  

documentación  solicitada,  se  concede  a  las  Entidades accionadas el término 

improrrogable de dos (2) días, contados a partir de la fecha en que sea 

notificada la presente providencia, para que se sirvan allegar con destino a 

este Juzgado y al correo electrónico admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov.co la 

respuesta a los oficios solicitados. Adviértasele que en caso de no allegar la 
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documentación solicitada, se tendrán por ciertos los hechos en que se 

fundamenta la acción y se entrará a resolver de plano, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 20 del decreto ley 2591 de 1991…”  

4. El mismo día el despacho remitió correo a las accionadas. 

5. Lo especial es que mediante el RADICADO No. 2020116003415333: MDN-COGFM-

COEJC–SECEJ-JEMPP–CEDE11–DINEG–1.5 del 11 de mayo de 2020, el coronel PEDRO 

NEL BUITRAGO Jefe de Negocios Judiciales le remitió la tutela al Mayor General 

GERMAN LOPEZ GUERRERO Comandante, División de Aviación Asalto Aéreo – 

DAVAA (E) Correo:  davaa@buzonejercito.mil.co En el que indicó: “…De manera 

atenta, respetuosa, me permito remitir por competencia a mi General el auto 

de la referencia (Admisión de tutela), de fecha 06 de mayo de 2020, recibido 

en la Dirección de Negocios Generales el 07 de mayo del referido año, en virtud 

de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1437 de 2011 (sustituido por el 

artículo 1 de la Ley 1755 de 2015)  y en concordancia con lo determinado en 

el Decreto 2591 de 1991 y su Decreto Reglamentario 306 de 1992, proveniente 

del Juzgado Veintitrés (23) Administrativo de Oralidad del Circuito de Bogotá, 

por medio del cual notifica la admisión de tutela presentada por ÓSCAR 

FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ, lo anterior con el fin que ejerza el derecho a 

la defensa que le asiste, frente a los hechos y pretensiones expuestos en la 

demanda….” 

6. Mediante el oficio  RADICADO No. 2020116000795011: MDN-COGFM-COEJC–

SECEJ-JEMPP–CEDE11–DINEG–1.5 del 11 de mayo de 2020 el coronel PEDRO 

NEL BUITRAGO le indica al despacho (juzgado 23 administrativo) que: 

“…Finalmente y de acuerdo a lo expuesto, se observa que en primera medida 

el Comandante del Ejército Nacional de ninguna manera ha vulnerado los 

derechos fundamentales del accionante, y por tanto carece del interés 

sustancial discutido en el proceso puesto que no existe un nexo de causalidad 

entre la vulneración de los derechos fundamentales del accionante y las 

actuaciones del Comandante del Ejército Nacional, motivo por el cual 

comedidamente solicito a esa Honorable Corporación, DESVINCULAR como 

sujeto activo de posible vulneración de los derechos fundamentales esgrimidos 

por el actor, al señor Mayor General Comandante del Ejército Nacional, toda 

vez que de acuerdo con la estructura organizacional y funcional de la Fuerza, 

corresponde a la dependencia antes mencionada atender lo correspondiente a 

la acción constitucional, presentada por el solicitante ÓSCAR FERNANDO 

ORDOÑEZ MARTINEZ. 

 

7. Con fecha del 19 de mayo el despacho profiere sentencia que es nugatoria de 

derechos. En la sentencia se indcia: “…El Director de Negocios Generales del 

Departamento Jurídico Integral del Ejército Nacional, indicó que de acuerdo a 

los hechos de la acción de tutela es la División de Aviación de Asalto Aéreo 

quien debe informar al despacho todo lo concerniente a los contratos de 

trabajo del actor. Que es evidente que el Comandante del ejército Nacional no 

tuvo conocimiento de ninguna vinculación laboral del accionante por lo que 
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solicitó que se desestimen las pretensiones de la presente acción de tutela, por 

cuanto una vez analizado el escrito se logró evidenciar que la situación de 

vulneración o amenaza del derecho versa sobre la estabilidad laboral del 

pensionado, vínculo que sólo es de conocimiento de la División de Aviación 

Asalto Aéreo, por lo que solicitó su desvinculación….”  

 

8. No es cierto que el comandante del Ejército NO haya tenido conocimiento de 

vinculación laboral, no es que la División de Asalto Aéreo sea un ente con autonomía 

presupuestal y libre determinación, el señor funcionario, que no tiene competencia 

para contestar está mintiendo al despacho. Si el primer contrato de vinculación lo 

suscribió el Comando de Ejercito de la época, es una forma de faltar a la verdad de 

los hechos y falta de lealtad del funcionario incompetente.  

 

9. La División de Asalto Aéreo NO ejerció la defensa, pero se debe conminar a que 

conteste la acción de tutela.  

 

10. El despacho decide negar la acción de tutela por cuanto: “…Ahora bien, frente al caso 

concreto, la acción de tutela es improcedente para declarar la ineficacia de la terminación del 

contrato laboral y ordenar el reintegro del señor OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ 

como piloto al mando, piloto instructor o piloto de pruebas en el equipo del Ejército Nacional, 

por cuanto para ello el legislador ha previsto otros medios judiciales de defensa. Sin embargo, 

tratándose de sujetos que por su condición económica, física o mental se encuentren en 

circunstancia de debilidad manifiesta, la misma sería procedente para estos efectos, siempre 

y cuando se encuentre acreditada la amenaza, vulneración o grave afectación de derechos de 

raigambre fundamental, que no puedan ser protegidos oportunamente a través de dichos 

mecanismos, de manera tal que se entienda que éstos han perdido toda su eficacia material y 

jurídica, y siempre que el sujeto haya desplegado un mínimo de actuación tendiente a la 

defensa de sus derechos…”  



  

11.  También indica el fallo: “…Sobre el punto debe recordarse que la 

Corte Constitucional ha sostenido que 

 

"por regla general, la acción de tutela es improcedente como 

mecanismo principal para la protección de derechos 

fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con 

ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera 

que existen otros mecanismos tanto administrativos como 

judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de 

tutela como mecanismo transitorio contra las 

actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar 

la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que 

solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la 

aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 

de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del 

Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso 

respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo”. 

 

En ese orden de ideas es necesario establecer como la Corte Constitucional ha 

definido el perjuicio irremediable: 

 

 

"... Se ha entendido el perjuicio irremediable como "aquel que 

resulta del riesgo de lesión al que una acción u omisión de las 

autoridades públicas o de los particulares somete a un derecho 

fundamental que, de no resultar protegido por la vía judicial 

en forma inmediata, perdería todo el valor subjetivo que 

representa para su titular y su valor objetivo como fundamento 

axiológico del ordenamiento jurídico. 

 

 

También ha considerado que debe tratarse de un perjuicio 

inminente, es decir que está por suceder prontamente, 

resultando impostergable la protección judicial reclamada dada 

la gravedad de la situación generadora de la vulneración de 

derechos fundamentales, pues "si hay postergabilidad de la 

acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna", por 

lo que requiere la adopción de medidas urgentes para 

restablecer  el menoscabo ocasionado" 

 



  

De conformidad con lo anterior, se entiende por perjuicio irremediable, toda 

lesión o afectación a un derecho fundamental en virtud de una acción u omisión 

de las autoridades públicas, que, de no ser amparado en forma inmediata, 

perdería todo el valor subjetivo que representa para su titular. 

12.  En este caso si hay perjuicio irremediable en atención a que no hay motivos para 

suspender el contrato laboral que ya era indefinido, que no es fácil conseguir 

trabajo, que estoy cerca de lograr mi pensión de vejez, que si no se protege se 

pierde el valor subjetivo. Se indicó que la no renovación del contrato No 

puedo desarrollar mis labores contratadas entre el accionado y la empresa 

para la cual trabajo, de cuyos ingresos dependo para mi sustent o y el de 

mi familia, se debe tener en cuenta que tengo ya una edad avanzada y 

el salario es el mínimo vital de mi núcleo familiar y no hay ningún motivo 

para que se dé por terminado la vinculación laboral, a pesar que era por 

contratos anuales o su renovación hay un contrato realidad  que debe ser 

protegido por el señor juez constitucional de tutela . 

 

En este caso está la debilidad manifiesta que tengo frente a la entidad en su 

posición dominante, cuando después de tener la plena confianza legítima, 

confiaba que se continuaría la relación laboral, máxime que por más que hubieran 

contratos anuales y prorrogas de los mismos ya existía por mandato de la ley 

como contrato a término indefinido.  

 

La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicada por la 

H. Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presenten varios 

mecanismos de defensa, la tutela resulta improcedente. Es necesario además 

una ponderación de eficacia de los mismos a partir de la cual se concluya que 

alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz para la protección del derecho 

fundamental como la acción de tutela misma y en tal sentido en la sentencia T -

526 del 18 de septiembre de 1992, Sala Primera de Revisión, manifestó:  

 

"... Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 

debe poseer necesariamente, cuando menos , la misma eficacia en materia de protección 

inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por naturaleza, tiene la 

acción de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente una burda y mecánica 

exégesis de la norma, en abierta contratac ión con los principios vigentes en materia de 



  

efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer expreso del 

constituyente…" 

 

Como se indicó tanto en los hechos como en las pruebas aportadas, siendo que 

los sucesivos contratos y prorrogas eran por periodos de un año se debe tener 

en cuenta que en la sentencia C-016 DE 1998 la Corte Constituc ional indicó: 

CONTRATO A TERMINO FIJO-Renovación sucesiva/PRINCIPIO 

DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO-Renovación del 

contrato/PRIMACIA DE LA REALIDAD SOBRE FORMALIDADES 

“…El sólo vencimiento del plazo inicialmente pactado, producto del acuerdo de voluntades, no 

basta para legitimar la decisión del patrono de no renovar el contrato, sólo así se garantizará, de 

una parte la efectividad del principio de estabilidad, en cuanto "expectativa cierta y fundada" del 

trabajador de mantener su empleo, si de su parte ha observado las condiciones fijadas por el 

contrato y la ley, y de otra la realización del principio, que señala la primacía de la realidad sobre 

las formalidades establecidas por los sujetos de la relación laboral. En esta perspectiva, lo 

dispuesto activa para el trabajador un mecanismo de protección para su derecho a la estabilidad 

laboral, pues si como allí se señala el patrono no le notifica la terminación del contrato, éste se 

entenderá renovado por un término igual. La renovación sucesiva del contrato a término fijo, no 

riñe con los mandatos de la Constitución, ella permite la realización del principio de estabilidad 

laboral, pues siempre que al momento de la expiración del plazo inicialmente pactado, subsistan 

la materia de trabajo y las causas que lo originaron y el trabajador haya cumplido efectivamente 

sus obligaciones, a éste se le deberá garantizar su renovación…”  

 

En los comunicados anuales de NO PRORROGA del contrato se dice que la razón 

(i) obedece a la expiración del tiempo pactado en  el contrato y (ii) a razones de Índole 

presupuestal, toda vez que a la fecha no se ha asignado presupuesto para la contratación de 

personal de personal como Trabajador Oficial” Es decir que las razones son falsas, razón 

por la cual se debe amparar los derechos tutelados  y ahora el funcionario sin 

competencia indica que el ejército no tiene legitimación en la causa, el ministerio 

no contestó y la División de asalto aéreo guardo s ilencio.  

 

DE LA DELEGACIÓN :  

 

EL Artículo 211 DE LA CONSTITUCIÓN INDICA: “…La ley señalará las funciones 

que el Presidente de la República podrá delegar en los ministros, directores de 

departamentos administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, 

superintendentes, gobernadores, alcaldes y agencias del Estado que la misma ley 

determine...”  



  

 

De acuerdo al articulo 54 del CGP. “…Comparecencia al proceso Las personas 

que puedan disponer de sus derechos tienen capacidad para comparecer 

por sí mismas al proceso. Las demás deberán comparecer por intermedio 

de sus representantes o debidamente autorizadas por estos con sujeción a 

las normas sustanciales. 

 

Las personas jurídicas y los patrimonios autónomos comparecerán al 

proceso por medio de sus representantes, con arreglo a lo que disponga la 

Constitución, la ley o los estatutos. En el caso de los patrimonios 

autónomos constituidos a través de sociedades fiduciarias, comparecerán 

por medio del representante legal o apoderado de la respectiva sociedad 

fiduciaria, quien actuará como su vocera. 

 

La ley 489 de 1998 “….Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las 

entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de 

las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan 

otras disposiciones…”  determina:  

 

ARTICULO 9o. DELEGACION. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la 

Constitución Política y de conformidad con la presente ley, podrán mediante acto de delegación, transferir 

el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias. 

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los ministros, directores de 

departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de organismos y entidades que 

posean una estructura independiente y autonomía administrativa podrán delegar la atención y decisión de 

los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los 

niveles directivo y asesor vinculados al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los 

principios de la función administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución Política y en la 

presente ley. 

PARAGRAFO. Los representantes legales de las entidades descentralizadas podrán delegar funciones a 

ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en la presente ley, con los requisitos y en las 

condiciones que prevean los estatutos respectivos. 

 

En el evento en que se presenten fallas tales como no demandar a las entidades que 

necesariamente deban concurrir al proceso o demandar a una sola presentándose la 
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http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr006.html#209


  

situación debatible frente al tributo de la personaría jurídica, se vulnera o no se cumple 

con el requisito establecido en el artículo 162 del CPACA.  

 

Es innegable que el Ejérc ito Nacional hace parte del Minister io de Defensa, y de acuerdo 

con el artículo 159 1 del CPACA es el Ministro quien tiene la capacidad y representación, 

de no ser llamado no hay litisconsorte necesario.  

En este caso es el Ministerio quien tiene la capacidad de representación y no 

podía delegar lo que ya le había sido delegado, es un hecho que el suscrito estaba 

prestando mis servicios al Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional- División de 

Asalto Aéreo.  

 

Por lo anterior la sentencia impugnada debe ser revocada y protegerse los 

derechos conculcados del suscrito tutelante.  

 
1 ARTÍCULO 159. CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los particulares que 

cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad 

para comparecer al proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los 

procesos contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el Ministro, Director 

de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador 

General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la persona de 

mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la Rama Legislativa; y el 

Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa en cuanto se relacione con la Rama Judicial, 

salvo si se trata de procesos en los que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades públicas la 

tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario 

que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor jerarquía de las 

dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del artículo 2o de la Ley 80 de 1993, o la ley que 

la modifique o sustituya. Cuando el contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la 

República en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República. 

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones del nivel territorial están 

representadas por el respectivo gobernador o alcalde distrital o municipal. En los procesos originados en la 

actividad de los órganos de control del nivel territorial, la representación judicial corresponderá al respectivo 

personero o contralor. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0080_1993.html#2


  

   

De la señora Juez.   

 

 

 

Oscar Fernando Ordoñez Martínez  

OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTINEZ   

Cedula de Ciudadanía N° 16.661.240 de Cali 

Celular: 3102040082 

Correo electrónico: ofom20@hotmail.com rodriguezcaldasabogados@g mail.com  

Dirección residencia: transversal 9 No. 41A -17 Apto 322  

Conjunto Parque Central B/Kennedy. Girardot Cundinamarca .  

mailto:ofom20@hotmail.com
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República   de  Colombia 

Rama   Judicial 

JUZGADO VEINTITRES (23) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

admin23bt@cendoj.ramajudicial.gov 

 

 

 

INFORME INGRESO AL DESPACHO ACCIÓN DE 

TUTELA 
 

26 DE MAYO DE 2020 

 

EL 20 DE MAYO DE 2020 A LAS 4:50 PM, ES ALLEGADO RECURSO DE 

APELACION EN CONTRA DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

PROFERIDA POR ESTE DESPACHO. LA SENTENCIA FUE NOTIFICADA EL DÍA 19 

DE MAYO DE 2020 EN HORARIO HÁBIL. SÍRVASE PROVEER 

 
 



 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO VEINTITRÉS (23) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

SECCIÓN SEGUNDA 
  

Bogotá D.C., veintiséis (26) de mayo de dos mil veinte (2020) 

 

Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA 
Radicación:  2020 - 00096 
Demandante:         OSCAR FERNANDO ORDOÑEZ MARTÍNEZ 
Demandado:          NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO  

NACIONAL  - DIVISIÓN DE ASALTO AÉREO 
Asunto:                  CONCEDE IMPUGNACIÓN 
 
 

Por venir presentada dentro de los términos de ley, se concede la impugnación, 

interpuesta por la parte accionante en el presente asunto, contra el fallo de fecha 

diecinueve (19) de mayo de dos mil veinte (2020), y en consecuencia se ordena remitir 

por el medio más expedito el expediente al Honorable Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Secretaría General, para que se surta el trámite de la alzada. 

 
NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 
 
 

MARÍA TERESA LEYES BONILLA 
Juez 

 
 
 
 
 
 
 
 
PJM 

 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 


